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Introducción
La segunda etapa del proceso penal es el Juicio Oral. Llamada también etapa de Juzgamiento, e la que en una audiencia se llevan a cabo detalles orales a fin de que el proceso pueda concluir en una sentencia.

Este conjunto de debates orales, solo se presentan en caso de procesos tramitados en la vía ordinaria, en tanto será la Sala Penal la que llevara a cabo el juzgamiento.

El Juicio Oral es conocido en otros ordenamientos como Plenario donde se toman efectivas las garantías del proceso y los presupuestos básicos de la función represiva del Estado consagrados por la Constitucional Nacional, completando el juicio previo requerido por ella, porque las partes tienen amplias facultades para debatir y producir prueba sobre los hechos que son objetos del proceso.

Posibilitando que después de terminado el debate se dicte sentencia definitiva que de fin y solucione el  conflicto entre el derecho subjetivo del Estado a castigar y el derecho de libertad del sometido en el proceso.
El Código regula procedimientos especiales que buscan acelerar el trámite de las causas. Es el caso, por ejemplo, de la acusación directa, del proceso inmediato, de la terminación anticipada y de la conformidad con los cargos formulados por el Ministerio Público en la audiencia de apertura del juicio oral. Con ello se busca también que el sistema esté en la capacidad de dar pronta solución a los conflictos que surgen del delito así como racionalizar la carga de trabajo de las unidades fiscales y jurisdiccionales, de modo que ingrese a juicio aquello que sea estrictamente necesario en función de su gravedad, importancia y relevancia social

CAPITULO I
Generalidades
1.1
PERÍODOS DEL JUICIO ORAL
El juicio oral o audiencia, según la denominación que le dan los Códigos de 1940 y 1991, se encuentra regulado en los arts. 234° a 291° del Código de 1940 y en los arts. 268`‑' a 311° del Código de 1991. Esta etapa se inicia luego de dictarse el auto de citación a juicio y culmina con la expedición de la sentencia. Conceptualmente, en tanto se entienda que el juicio oral es una actividad continuativa integrada por una diversidad de actos, es posible dividirlo en tres períodos:
1. Período inicial. Comprende dos momentos esenciales: la instalación, o trámite de apertura, y la posible conformidad (arts. 234°‑‑243 del Código de 1940 y arts. 275°‑‑280° del Código de 1991). El último momento está regulado en el nuevo Código de 1991 y puede dar lugar a la expedición de una sentencia de conformidad.
2. Período probatorio. Comprende toda la actuación probatoria propiamente dicha y el conjunto de sus incidencias. En este período, de "asunción de pruebas" como lo denomina Giovanni LEONE, se da con toda su fuerza el principio de oralidad y los que de él se deriven: inmediación, concentración y publicidad. Tiene que ver con el examen del acusado, de los testigos ‑que obviamente incluye a la víctima‑ y de los peritos, así como con la oralización de los medios probatorios. En el Código de 1940 se sigue el orden precedentemente citado (arts. 243°262°‑) , por cierto similar a los modernos códigos italiano y argentino; sin embargo, en el Código de 1991 el examen del acusado se realiza después de la actuación de la prueba testifical y pericial y de la oralización de los medios probatorios (art. 281).
3. Período decisorio. Comprende, de un lado, la discusión final o informes de las partes, esto es, la exposición final del fiscal y los alegatos de los defensores del actor o parte civil, del tercero civil y del imputado, y la autodefensa (todo lo cual puede denominarse genéricamente "informes" y, de otro lado, la deliberación y expedición de la sentencia. Está regulado en los arts. 272° y 279°‑ del Código de 1940 y en los arts. 295°‑‑301° del Código de 1991.
1.2
MODOS DE REALIZACIÓN DEL JUICIO ORAL
Antes de abordar el estudio de cada uno de los períodos del juicio oral, es decir, del procedimiento o trámite del plenario propiamente dicho, resulta necesario, siguiendo el planteamiento metodológico de CLARIÁ OLMEDO, estudiar‑en primer lugar‑los modos de realización del juicio oral, esto es, sus regímenes y ‑en segundo lugar‑ los poderes y deberes del órgano jurisdiccional y de las partes.
 En lo atinente a los modos de realización del juicio oral, es del caso estudiar los siguientes regímenes: publicidad; oralidad, inmediación e identidad física del juzgador; continuidad y concentración; y, contradictorio.
Régimen de la publicidad
Conforme se tiene expuesto en la primera parte de este libro, la publicidad es una garantía específica consagrada en el art. 139°‑. 4 de la Constitución. Un proceso será debido o "con todas las garantías", reconoce nuestra ley superior, sólo si está regulado bajo el régimen de publicidad. La publicidad, en atención a su directa relevancia constitucional‑que guarda relación con el contralor popular‑, se impone bajo sanción de nulidad (art. 215`‑', CPP de 1940). Por tanto, la regla general es que "toda persona puede acceder a la sala de debates a presenciar las audiencias".
 La publicidad de los debates es la posibilidad de asistencia física de la sociedad en general a la ejecución y práctica de la prueba.

El procedimiento escrito ‑y en su caso el procedimiento a `puertas cerradas'; salvo las excepciones permitidas por la Constitución y los Tratados Internacionales, está en pugna con la propia Ley Fundamental, pues no consiente la verdadera publicidad ‑que se refiere a todos los ciudadanos y no sólo a las partes‑ que es esencial en un régimen republicano de gobierno, desde que la publicidad ‑bajo el aspecto político‑ acrece el, el pueblo el sentimiento de respeto a la ley y sus jueces, a quienes pone al amparo de la sospecha, favoreciendo en último término la cohesión social y el orden jurídico, y ‑respecto del imputado‑ la publicidad es tina garantía de justicia y de libertad, es una tutela contra la calumnia, la ilegalidad y la parcialidad, puesto que el control público frena las ilicitudes y recuerda a los sujetos procesales que están bajo la atenta mirada del pueblo, ante el cual han de rendir cuenta de sus actos.

La Constitución permite excepciones a la publicidad del juicio oral, siempre que se encuentren debidamente contempladas en la ley. Sobre el particular, es de precisar que los baremos dentro de los que puede decidir el legislador nacional están fijados por el Derecho Internacional de Derechos Humanos. En efecto, el art. 14°‑.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos prescribe que: "...La prensa y el público Podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una. sociedad democrática, o cuan​do lo exija el interés de la vida privada de las partes, o en la, medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asun​to la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia'. A su vez, el art. 8°.5 de la Convención Americana de Derechos Humanos permite la no publicidad cuando "... sea necesario jara preservarlos intereses de la justicia".
No obstante lo expuesto en ese parámetro genérico de exclusión de publicidad, la propia Ley Fundamental en el aludido artículo constitu​cional traza un límite a las excepciones que puede prever la ley. Se trata de "Los procesos judiciales por responsabilidad de, funcionarios públicos, y Por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamen​tales garantizados por la Constitución ....".
El Código de 1940 no contiene norma alguna respecto a la exclu​sión del público o de los órganos de comunicación social, salvo el caso de los delitos contra la libertad sexual, cuyo art. 310°‑impone la realiza​ción de "audiencias privadas", sin asistencia de público. Sin embargo, el art. 137° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder judi​cial contiene una prohibición expresa dirigida a los menores de edad.
La Corte Suprema ha establecido, amparándose directamente en la constitución, que por razones de orden público y seguridad Nacional, en, tanto la publicidad total menoscaba la recta administración de justi​cia, es posible realizar el acto oral en reserva.
El Código de 1991, bajo la inspiración de la Constitución de 1979 ‑cuyo art. 233°‑.3 es, sin duda alguna, de mejor factura que el art. 139°‑. de la Constitución vigente‑ y del Código Procesal Modelo para Iberoamérica (art. 293°‑), admite dos de los tres tipos de excepciones a la publicidad que reconoce el derecho comparado: Reserva total y parcial y limitación parcial; no incorpora la limitación relativa vinculada a los meno​res, aunque es de incluirse al amparo del Texto único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
a) Reserva total y parcial (art. 268°‑, primer párrafo). En estos supues​tos el juicio oral se efectúa total o parcialmente a puertas cerradas. Si todos los actos, simples o complejos, se desarrollan excluyendo al públi​co, la reserva será total. En cambio, si la exclusión comprende sólo algu​nos actos del debate (v. gr.: alguna declaración o parte ella, una exhibi​ción corporal, etc.), la reserva será parcial.
b) Limitaciones relativas. Están referidas a la prohibición de concu​rrir a las audiencias a determinadas personas. Es el caso específico de los menores de edad (art. 137°‑ TUO de la LOPJ). Explica CLARIA OLMEDO que se trata de una limitación subjetiva fundamentada en impedimen​tos específicos, que debe hacerse efectiva en función de las atribuciones de gobierno que corresponden al órgano jurisdiccional.
c) Limitaciones parciales. Comprende el alejamiento de la Sala de Audiencias de personas cuya presencia no fuere necesaria, o a la limita​ción de los asistentes a un determinado número. Explican esta excep​ción razones de orden (capacidad de la Sala, poder disciplinario, etc.), decoro, higiene o moralidad (art. 271).
El art. 268°‑ reconoce tres órdenes de razones para decretar la reser​va de la audiencia, entendidas como límites al principio de publicidad general: 1. Moralidad o afectación grave del orden público o la seguridad nacional; 2. Intereses de menores o protección de la vida privada de los sujetos procesales; y, 3. Perturbación a la recta administración de justicia, tales como peligros de secretos que puedan perjudicar injustificadamente a las partes.
Los tipos normativos antes señalados son abiertos e intensamente valorativos, en cuya virtud la propia norma exige una especial motivación. El Juez o Sala Jurisdiccional debe realizar una proporcionada ponderación de dos intereses en conflicto: acceso al público por razones de control ciudadano a la justicia vs. otros intereses o bienes constitucionalmente relevantes (v gr.: dere​cho a la intimidad, honor personal, orden público, seguridad nacional, justicia objetiva e imparcial, etc.). La decisión requiere voto calificado. Si se trata de un órgano jurisdiccional colegiado, la decisión debe ser por unanimidad, por lo que si uno de los Vocales no considera razonable decretar la reserva del plenario, tal medida no podrá producirse.
Finalmente, en aras del respeto al principio de proporcionalidad, si la causa que determinó la reserva o privacidad del juicio desaparece, ésta se debe levantar a la par que permitirse el acceso del público. La reserva, desde luego, obliga a las partes el deber de guardar reserva so​bre lo ocurrido en ese acto. La reserva, sin embargo, no comprende la expedición del fallo, tal como lo recordó el Comité de Derechos Humanos en su Comentario General 13, párrafo 6.
 La única excepción posible a la publicidad de los fallos judiciales se circunscribe, para lo penal, "en los casos en que el interés de nzenores de edad exija lo contrario" (art. 14°‑.1 del PIDCP).
Régimen de la oralidad
A. Aspectos generales
La oralidad es una consecuencia de la publicidad del debate. Se encuentra taxativamente impuesta en los arts. 207° del Código de 1940 y 268° del Código de 1991. Oralidad significa, al decir de Giovanni LEONE, percepción directa, por parte del juez, de las pruebas y de las manifesta​ciones de las partes.

Como consecuencia de la oralidad, expone Florencio MIXÁN MASS :siguiendo a QUEVEDO MENDOZA, el órgano jurisdiccional debe fundar la sentencia que emita en el material probatorio proferido oralmente en el debate.
Este principio no es absoluto. Sus derogaciones ‑siguiendo las palabras de Miguel FENEGH se dan en aquellos supuestos en los que la ley impone o consiente la lectura de algunos actos en el debate.

B. Excepciones a la oralidad
El Código de 1940, en sus arts. 254°‑, 269° y 262°‑, permite la lectura r de: a) declaración del testigo que declaró en la instrucción y que se dirija al tribunal anunciando que no puede concurrir, siempre que se haya ratifica​do en sus declaraciones y que no se insista en su concurrencia; b) decla​ración del testigo que por justa causa no pueda concurrir a la audiencia; c) declaración del testigo que el tribunal considere útil o que sea solici​tada por las partes; d) dictamen pericial presentado en la instrucción o en la audiencia (supuesto de lectura obligatoria, art. 269°‑ in fine); e) piezas, o documentos escritos, que existan en la instrucción o que fue​ran acompañados por el Fiscal en la acusación. El Código de 1991, por su parte, sólo contiene una disposición genérica sin prohibiciones de '' lectura en ningún caso; el art. 283° se limita a señalar que se oralizarán los medios probatorios que las partes consideren útiles.
En cambio, el Proyecto de Código de 1995, que profundiza la aplica​ción del principio de oralidad del juicio oral, contiene una serie de reglas limitativas para la lectura, en aras de evitar que la audiencia se convierta en un juicio leído que haga de la oralidad una excepción. El art. 331° prescri​be que la oralización o lectura es procedente cuando se trata de:
a) declaraciones de testigos o exámenes de peritos actuadas bajo el sistema de prueba de urgencia;
b) declaraciones de testigos o exámenes de peritos producidas duran​te la investigación, que sean de imposible actuación en el acto oral debido al fallecimiento, enfermedad, ausencia del lugar de su residencia, descono​cimiento de su paradero u otras causas objetivas de los testigos o peritos;
c) denuncia, prueba documental o de informe, dictamen pericial, confrontaciones con las limitaciones reconocidas en los dos puntos anteriores, y las actas de detención, reconocimiento, registro, inspección, revisión, pesaje, hallazgo, incautación o secuestro u otras que incorporen elementos de prueba y se encuentren previstas por la ley.
El art. 243° del Código de 1940 en su versión originaria iniciaba el período probatorio con la lectura de la instructiva del acusado, norma que fue derogada en el año 1981 con la entrada en vigencia del Decreto Legis​lativo N' ‑'' 126. A partir de esa fecha, ya no se da lectura ni a los informes del Fiscal Provincial y del Juez Penal ni a la instructiva, sólo se lee la acusación fiscal. Similar postura adoptó el Código de 1991 en su art. 284°‑.
Otros Códigos modernos, sin embargo, permiten la lectura de la instructiva o indagatoria, siempre que el imputado resuelva no declarar, o si declara, cuando sus dichos no concuerdan con los vertidos en sus declaraciones anteriores. La lectura, en estos casos, será procedente siem​pre y cuando en su recepción hayan sido respetadas las específicas nor​mas que la regulan, lo que es perfectamente justificable porque se trata de un acto procesal establecido en defensa del imputado y no destinado a servir de fuente de información a los órganos penales.
En cuanto a las testimoniales y al examen pericial, como se sabe, la regla general es la recepción oral de la declaración del testigo y de las decla​raciones del perito, las que no pueden ser suplidas por la lectura de su testimonio o del informe pericial, salvo casos de excepción manifiesta radi​cada en los supuestos de instrucción suplementaria o prueba de urgen​cia o cuando el testigo ó perito falleció, está ausente o no es habido.
La doctrina moderna es unánime en sostener que dichas pruebas personales, en principio y por regla general, deben actuarse en el acto oral, pues de lo contrario no habría inmediación, que es muy importan​te para una adecuada libre valoración de las pruebas, ni se respetaría el principio de contradicción. Obviamente, como señala ORTELLS RAMOS, por razones de objetiva justificación se exceptúan de su actuación en el juicio oral las denominadas pruebas anticipadas, que se realizan cuando media una previsión razonable de que no va a ser posible actuarla en el momento del juicio oral, por lo que su actuación se adelanta bajo la forma de la prueba de urgencia en la etapa intermedia; y, las pruebas preconstituidas, que se trata de una objetiva constatación documental de un hecho representativo a efectos probatorios, que por su propia naturaleza no requieren la intervención de un órgano jurisdiccional ni que se respete el contradictorio.

La lectura ‑y posterior análisis en la sentencia‑ de las testimoniales, preventivas, confrontaciones y documentos o actas en general, está condicionada a que se hayan actuado respetando las normas que las disciplinan. Si bien el principio de indagación de la verdad permite la lectura de la prueba preconstituida y de la prueba anticipada, con las excepciones antes indicadas, es del caso respetar en todo momento el principio de legalidad vinculado al respeto de las formas en materia probatoria o „de documentación de las diligencias de investigación. Pese a la literalidad de las normas de ambos Códigos nacionales, es del caso postular una interpretación restrictiva en aras de respetar los principios esenciales E.?del enjuiciamiento y, por consiguiente, acomoda la "oralización" a lo que estrictamente necesario y ,jurídicamente factible.
C. La inmediación
La. oralidad genera un principio rector del juicio oral: la inmedia​ción. ESCUSOL BARBA precisa al respecto que toda la actividad procesal del juicio oral ha de producirse ante el órgano jurisdiccional, que enjuicia las conductas penales y dicta sentencia.
 Señala VÉLEZ MARICONDE que la inmediación es la primera consecuencia de la oralidad: la efectividad de la inmediación requiere que el juicio definitivo se realice oralmente, puesto que la forma escrita constituye una especie de expresión inoriginal, el acta escrita se interpone entre el medio de prueba y el juez.

 Sostiene EBERHARD SCHMIDT que el principio de inmediación se refie​re al modo de utilizar la prueba judicial. Esta forma es inmediata, insis​te, cuando el tribunal realiza la recepción de la prueba original directa​mente por sus propios sentidos. En cambio, acota, si entre el tribunal y la prueba original "se intercala un intermediario que transmite el cono​cimiento de los hechos respectivos", nos encontramos frente a una recepción mediata de la prueba.
 De lo expuesto se desprende, además, que está prohibido en el debate la facultad de delegación de actos pro​cesales a otros órganos jurisdiccionales: la prueba debe dirigirla el pro​pio juez del debate.
Obviamente, toda lectura de actas sumariales (de la investigación preliminar policial o de la investigación formal realizada ante el Fiscal Provincial o ante un Juez Penal) constituye una prueba mediata. Sobre el particular, EBERHARD SCHMIDT previene que es de tener presente el peli​gro que ello representa, pues la seguridad de la prueba se debilita de acuer​do al número de los intermediarios. En esta misma perspectiva, JULIO MAIER enfatiza que la oralidad ‑y por ende su derivación que es la inmedia​ción‑ trae como consecuencia la apreciación en conciencia de la prueba; el juicio público y oral se rige por la convicción real que los medios de prueba concretos, recibidos en la audiencia del debate, producen en el juzgador, sin regla alguna que determine el juicio valorativo.

Por consiguiente, como aclara Ricardo LEVENE,
 la inmedia​ción tiene tres notas esenciales que tornan inevitable su incorporación en el proceso penal moderno. Estas son las siguientes: a) pone al magis​trado en contacto directo con las pruebas y las partes y permite captar aspectos y declaraciones imposibles de conseguir de otra manera, obte​niendo así las pruebas de las fuentes originarias; b) facilita el mutuo control entre el juez y las partes, y se asegura la comprensión, evitándose que se altere o deforme la realidad, lo que ocurre cuando ésta llega a conoci​miento del tribunal en forma mediata o indirecta por el procedimiento escrito, que de por sí incita a la delegación, defunciones; y, c) permite, en las declaracio​nes indagatorias y testimoniales, en los careos y en las explicaciones ver​bales de los peritos, que el juez aprecie las condiciones físicas y morales de los declarantes, y sus reacciones, que pueden estar motivadas por la culpabilidad, el arrepentimiento, la indignación, o denotar su peligrosi​dad o indiferencia.
D. La identidad física del juzgador
La oralidad y la inmediación exigen a su vez lo que CHIOVENDA denominó la identidad personal del juzgador. Estos tres principios, a su vez, no se explican el uno sin el otro. La identidad física del juzgador exige que el mismo magistrado que recibió inmediatamente las pruebas y escuchó las razones de las partes sea quien inmediatamente después dicte personalmente la sentencia. 

Mediante este principio se puede adquirir un conocimiento directo del caso, lo que al decir de MIXÁN MASS, es uno de los elementos del criterio de conciencia. Conocimiento directo que no seria posible si durante el juicio oral se cambiara al juzgador, pues en tal supuesto el reemplazante no tendrá idea sobre la parte ya realizada y el conocimiento que tenga a partir de su intervención será irremediablemente frag​mentario, incompleto.
Esta exigencia no sólo afirma el principio de que la sentencia debe ser dictada por los mismos jueces que intervinieron en el debate, sino que impide ‑lo que es factible en el procedimiento escrito‑ la delegación de funciones, que está en pugna con nuestro sistema de gobierno.
El art. 289°‑ del Código de 1991 sanciona expresamente este principio, al señalar que: "El Juzgador será el mismo desde el inicio hasta la conclu​sión de la audiencia...". En esta perspectiva, el art. 269°‑ del Código de `; 1940, en su texto originario, señalaba que tratándose de tribunales cole​os único supuesto en que se ponía la norma) si algún miembro enfermaba y no podría cumplir sus funciones, sería reemplazado por otro magistrado a condición de que se señalara fecha para la nueva audiencia; esto es, si el debate oral se quebraba, todo volvía a fojas cero.
Sin embargo, el nuevo texto del art. 269° del Código de 1940, insti​tuido por el Decreto Legislativo N°‑ 126, de 1981, que en este extremo ha sido seguido por el art. 289 del Código de 1991, estableció que si el Vocal por causal de enfermedad no puede restituirse a la Sala antes de vencido el octavo día de suspensión del juicio, será reemplazado siempre que el estado de la audiencia lo permita, vale decir, hasta antes de la acusación oral, que es momento en que se inicia formalmente los infor​mes de las partes. El art. 266' del Código de 1940, modificado por el Decreto Legislativo N° 126, regula similar proceder cuando el Vocal cese o pase a la condición de jubilado.
Estos cambios legislativos, que en buena cuenta incorporan excep​ciones al principio de identidad física del juzgador o inalterabilidad de la composición personal del colegio judicial, obedecen a razones pragmáticas y buscan impedir que el juicio se quiebre evitando dilaciones que se consideran indebidas. Es obvio que tales modificaciones al principio se deben a la alta movilidad de los magistrados ‑fenómeno peli​groso que refleja la inestabilidad de la judicatura nacional‑ y la necesi​dad de resolver al más breve plazo las causas pendientes, lo que en última instancia refleja el incumplimiento de un presupuesto de dicho principio, que al decir de MASSARI es la necesidad de que el proceso, desde su inicio hasta la sentencia, tenga que desarrollarse con la mayor rapidez.
Quienes toleran tal variación, consideran que no hay mayor altera​ción de los principios del enjuiciamiento en la medida que el reemplazo se entiende sólo con uno de los tres Vocales que integran la Sala juris​diccional y que, por lo menos, el nuevo Vocal puede escuchar los infor​mes de las partes y la autodefensa. Empero, es de precisar que si bien sólo dos de los Vocales han presenciado el debate y pueden comunicar sus impresiones al nuevo Vocal, lo cierto es que inevitablemente se lesio​na los principios de oralidad e inmediación, que tienen su principal fuente de irradiación en la actuación probatoria, etapa en la que necesa​riamente no estaría presente el nuevo Vocal
Procedimiento del Juicio Oral
1. ASPECTOS GENERALES
A. El orden del debate
El juicio oral, "en cuando actividad Procesal penal completa y unitaria" (34=> está regulado puntualmente. La ley impone un orden sucesivo o una se​cuencia de actos procesales, inmodificable en sus rasgos generales, aunque bajo posibles alteraciones en atención a las necesidades del debate y siem​pre que se tienda a impedir retardos o sea útil para el descubrimiento de la verdad. El objetivo de esta regulación, como enseña LEONE, tiende a dos finalidades: a) coordinar y escoltar las actividades de las partes y del juez hacia la decisión final; y, b) garantizar a las partes el tempestivo ejercicio de sus derechos y facultades (3". La Corte Suprema tiene establecido al res​pecto que "... los actos procesales propios del juicio oral están debidamen​te determinados en nuestro ordenamiento procesal vigente el que incluso precisa las formalidades que deben observarse, de tal manera que la omi​sión de uno de ellos acarrea la nulidad insalvable de la audiencia.
El Código de 1940 reconoce los tres grandes períodos del juicio oral. Los actos procesales que se llevan a cabo son: 1. En el período inicial, los trámites de la apertura de la audiencia (art. 2341) y las operaciones preliminares, consistentes en todas aquellas cuestiones vinculadas a la aceptación de nuevos medios probatorios (art. 23 7°‑), a la presentación de los objetos relativos al delito (art. 240°‑) y a la presencia de los testigos Y. peritos (art. 241°). 2. En el período probatorio, el examen del acusado art. 243°‑), la declaración de testigos (art. 248°‑), el examen de peritos (árt. 259°‑), el examen del agraviado constituido en parte civil‑en caso s le haya citado obligatoriamente al juicio‑ se efectuará después del acusado y antes de los testigos (art. 260°‑), mientras que si concurre voluntariamente, se le interrogará antes de la acusación (art. 261°‑) y la '‑'sléctura de piezas o examen de la prueba instrumental (art. 262°). 3. En él período decisorio, la acusación oral (art. 273°‑), el alegato de la parte civil, (art. 276`=), la defensa del acusado (art. 277`‑'), la exposición oral del tercero civil (art. 278`=), la autodefensa y la sentencia (art. 279°‑).
El Código de 1991 reconoce, igualmente, los tres grandes períodos del juicio oral. Los actos procesales que contempla, son los siguientes: 1. En el período inicial, los trámites de la apertura de la audiencia (art. 275°), `L‑las operaciones preliminares referidas a la presencia de los medios de Á prueba y la posibilidad de la conformidad (art. 280°‑). 2. En el período p‑robalorio, el examen de los testigos y peritos (art. 282°‑), la oralización de los medios probatorios (art. 283`‑') y el posible interrogatorio o examen del acusado (art. 284). 3. En el periodo decisorio, la acusación oral del . fiscal (art. 296°‑), los alegatos del actor civil (art. 2979) y del tercero civil (art. 2981), el alegato del abogado defensor del acusado (art. 299°‑), la autodefensa del acusado y la sentencia (art. 301). El orden impuesto en el desarrollo del juicio, esencialmente el res​peto a línea secuencias de los tres períodos no puede modificarse o alterarse. Una tal inversión, siguiendo a LEONE, al afectar el derecho de defensa o la correcta intervención de las partes en el debate, determina la nulidad del juicio.
B. El acta del debate
Señala PRIETO CASTRO Y FERRÁNDIZ que "en un proceso donde todas las palabras fundamentales se pronuncian de vida voz, un acta lo más completa posible es necesaria".
 El acta del debate está destinada, en lo esencial, a servir de prueba, como documento auténtico, en el recur​so impugnatorio correspondiente, es decir, para el control que debe ejercitarse en sede de impugnación. El acta, aclara GÓMEZ ORBANEJA, da fe de la declaración o no de un testigo, de que el juzgador se negara a que un órgano de prueba contestase una pregunta, y cuál fuese el tenor de ella, cuál fuese la calificación o conclusiones de las partes y los puntos que hayan sido objeto de la acusación y la defensa, de que se haya procedido o no conforme lo determina la ley ante una incidencia determinada,, pero no puede prejuzgar la valoración de las pruebas, cuyo contenido eventualmente recoja, función intransferible, y no sometida a reglas legales, del tribunal de instancia.

El art. 291°‑ del Código de 1940, modificado por el Decreto Legisla​tivo N°‑ 126, preceptúa: a) que el acta contendrá una síntesis de lo actua​do; b) que deben firmarla los miembros del tribunal, el fiscal, el aboga​do de la parte civil y el defensor del acusado (no el acusado, la víctima, los testigos, los peritos, el intérprete u otro participante procesal); y, c) que los miembros del tribunal, el fiscal y los abogados de las partes priva​das pueden hacer constar las observaciones al acta que estimen conve​niente. El art. 272° del Código de 1991, recogiendo una antigua costum​bre judicial, prescribe que el acta debe ser leída y aprobada con o sin observaciones antes de empezar la sesión subsiguiente.
La Corte Suprema ha establecido, en primer lugar, que el acta debe con​tener pormenorizadamente lo ocurrido en la audiencia y que una vez sus​crita y autenticada, constituye un documento que acredita el desarrollo de la audiencia con las formalidades de ley y junto con la sentencia, constituye el juzgamiento; en segundo lugar, que el juzgamiento es nulo si el acta no está firmada por los juzgadores, el fiscal y la defensa y no está autorizada por el Secretario (349); y, en tercer lugar, que si no existe acta de una sesión, el juicio es irremediablemente nulo, así como si en ella no constan las preguntas hechas al acusado y sólo se consignan las respuestas.
La confección del acta, según el art. 213°‑ del Código de 1940 corres​pondía al Secretario de Sala, quien no sólo debía asistir a las audiencias, sino extender un acta en que "constará con precisión todo lo ocurrido en la audiencia". Sin embargo, el art. 260° de la Ley Orgánica del Poder judicial modificó dicho dispositivo legal. Preceptúa la norma antes invo​cada que la redacción de las actas compete al personal autorizado (es el Oficial Auxiliar de justicia a que hace referencia el art. 272°‑.3 de la LOPJ), mientras que al Secretario de Sala le corresponde controlar que se redac​ten las actas y que se agreguen al expediente en el término de cuarenta y ocho horas de realizada la diligencia, debiendo informar al Presidente de la Sala el retardo en que se incurra en la redacción de las mismas.
Los textos legales anotados destacan que el acta del debate debe conte​ner lo fundamental del mismo. Esta "esencialidad", como es obvio, de acuer​do a la naturaleza y circunstancias del caso concreto 1151). No hay pautas fijas (la única excepción está reconocida en el art. 252°‑, que ‑a instancia de parte‑ obliga a escribir inmediatamente la parte de la declaración del testi​go evacuada en la audiencia que esté en disconformidad con la prestada en la instrucción). La discrecionalidad y experiencia del funcionario respon​sable, con la intervención de los jueces y de las partes a través de sus obser​vaciones, permitirá construir un documento lo más adecuado posible a las necesidades del proceso y, sobre todo, para el controlen sede de impugna​ción. La Corte Suprema determinó, hace muchos años, que "las actas de los debates deben contener una síntesis clara y precisa de la acusación y de la defensa y de todo lo que ocurre en la audiencia".
El período inicial
Este período está destinado a instalar la audiencia y a constatar la correcta constitución de la relación jurídico procesal. En la medida que pueda declararse instalada la audiencia, que las pruebas ofrecidas se encuentren a disposición del órgano juzgador y que, finalmente, se pueda afirmar el contradictorio ‑lo que justifica la inclusión de la institución de la conformidad en este período‑, es que va a ser posible abrir el período principal: el debate propiamente dicho, es decir, la actividad probatoria.
A. La apertura de la audiencia
Es una actividad compleja que consiste en la constatación previa de la asistencia a la Sala de Audiencias de los sujetos procesales principales, de los órganos de prueba citados y de la puesta a disposición de los objetos relativos al delito.
Para que se dé por instalada la audiencia, se requiere la presencia obli​gatoria de los miembros del órgano jurisdiccional, del representante del Ministerio Público, del acusado y de su abogado defensor: Sólo si estos suje​tos procesales están presentes, es posible que el Presidente o el Director de Debates declare abierta la audiencia (arts. 234°‑ del Código de 1940 y 275° del Código de 1991). El nuevo Código incluye una formalidad: se debe enunciar el número del proceso, el delito, el nombre del agraviado, el nom​bre y demás datos de identidad personal del acusado.
La ubicación física de los sujetos procesales está consignada en el art. 235° del Código de 1940: el órgano enjuiciador tendrá a su frente al acusado, a su derecha al Fiscal y a la parte civil, y a su izquierda la defen​sa. Los testigos y peritos ocuparán, hasta el momento que deban interve​nir, una sala contigua a la del tribunal, tomándose las medidas necesa​rias para estar que conversen entre sí. Al ser examinados, según cos​tumbre tribunalicia nacional, declaran de pie y a un costado del tribu​nal, en una línea paralela a la del acusado.
La pauta fundamental para instalar la audiencia está dada por la absoluta necesidad de que el acusado se encuentre presente en el acto del juicio. Por ello, el nuevo Código sanciona tres reglas esenciales:
a) Si son varios los acusados y alguno de ellos no concurra, la au​diencia se iniciará con los asistentes, ordenándose la conducción compulsiva por la policía de los inasistentes sin justificación.
b) Si se trata de un solo acusado y no concurre, se señalará nuevo rs día y hora, ordenando la conducción compulsiva por la policía, salvo que hubiera justificado su inasistencia.
c) Si uno de los acusados es capturado o se presente voluntaria​mente durante la sustanciación del juicio, en los casos de audiencias complejas, puede participar en el acto oral siempre que tal presentación se produzca antes que el Fiscal formula acusación oral, es decir, antes que se haya clausurado el período probatorio o principal.
El acusado, en nuestro ordenamiento jurídico, debe estar presente durante todo el acto oral. Esta opción, desde luego, no es la única posi​ble. Resulta interesante al respecto lo dispuesto por la Ordenanza Procesal penal alemana. Si bien, el art. 230° de la OPP, en su primer párrafo, sancio​na la obligación de asistencia del acusado, empero, en su segundo párrafo, precisa que si el acusado no comparece o se ausenta a la prosecución de un debate suspendido, éste puede ser llevado en su ausencia hasta la termina​ción si ya había prestado declaración sobre la acusación y el tribunal no estima necesaria su posterior presencia. Asimismo, el art. 232°‑ de la OPP permite llevar el juicio en ausencia del acusado cuando la pena que es de esperar no es grave (no hay riesgo de pena privativa de libertad efectiva medida de seguridad privativa de la libertad). Finalmente, el art. 233°‑ de la OPP permite la dispensa del acusado de asistir al debate en caso pue​da esperarse sanciones leves, en cuyo caso debe obtenerse una declaración del imputado ante un juez vía exhorto.
La ley procesal nacional, bajo la premisa de la obligatoriedad de la asistencia del acusado al debate, dispone que si deja de asistir a la audiencia o si al tiempo de su instalación no está presente se le declare reo contumaz. El art. 276 in fine del Código de 1991 señala que la declaratoria de contu​macia se producirá al culminar el período probatorio o principal. Por otro lado, si el acusado se enfermara ó por cualquier otra causal acreditada no pueda concurrir a la Sala de Audiencias, el enjuiciamiento puede realizarse en el lugar donde se encuentre, siempre que lo permita su estado de salud.
B. Ofrecimiento y admisión de las pruebas del acto oral
El auto de citación a juicio no sólo emplaza a los sujetos procesales, también cita a los testigos y peritos, al igual que dispone se pongan a disposición del órgano jurisdiccional los objetos relativos al delito. Corresponde al tribunal, luego de declarar abierta la audiencia al estar presentes los suje​tos procesales principales (miembros del tribunal, fiscal, acusado y abogado defensor), constatar si los testigos y peritos convocados se encuentran presentes. La ausencia de un testigo o perito permite a las partes solicitar la postergación de la audiencia, la que será acordada discrecionalmente por el juzgador siempre que no sea posible convocar al testigo o perito para la sesión correspondiente (art. 241° del Código de 1940). Los peritos y testigos, inclusive la parte civil en caso sea citada obli​gatoriamente, que dejen de concurrir sin justa causa debidamente com​probada, será sancionada con una multa (art. 242°).
El Código de 1940 autoriza a las partes a proponer nueva prueba, una vez instalada la audiencia. En este caso, con una evidente afectación al principio de igualdad de armas, exige que la defensa presente por escrito el pliego interrogatorio. La aceptación de la nueva prueba está condicionada a un previo debate con el Fiscal y la parte civil, y a la‑perti​nencia de los elementos de prueba que aportarían los testigos y obvia​mente de los peritos (art. 238°‑). En el caso de ofrecimiento de pruebas por el Fiscal, el art. 2392 estatuye que en caso de oposición de la defensa, el Tribunal resolverá si acepta o no el testimonio en vista de las razones que se aduzcan; razones que obviamente están en función a la pertinen​cia y utilidad de la prueba, es decir, a su vinculación con el objeto del proceso y a la posibilidad de aportar elementos de convicción capaces de esclarecer un extremo del debate. En todo caso, si se admite la actua​ción de una prueba en el acto oral y, pese a ello, no se actúa en el curso del debate, se incurre en causal de nulidad.
C. El acto imputativo y la conformidad
C.1. EL acto imputativo
Una vez instalada la audiencia, definida la presencia de las partes y resuelto el tema de la actividad probatoria, el siguiente paso consiste en dar lectura a la acusación fiscal, que es el acto imputativo base del deba​te. El art. 243° del Código de 1940, modificado por el Decreto Legislati​vo N° 126, en su primer extremo, precisa: "Continuando la audiencia, el Director de Debates dispondrá que se dé lectura a la acusación fiscal, a fin de conocer los cargos que formula contra el acusado". El Código de 1991 no prevé expresamente la lectura de la acusación fiscal. El art. 280°‑, primer párrafo, señala al respecto que: "EL Juzgador, una vez instalada la audiencia, preguntará al o los acusados si se confiesan autores o partícipes del hecho punible materia de la acusación, fiscal, y de respon​sables de la reparación civil ". Sin embargo, la intimación es un acto formal, absolutamente necesario, para que el acusado pueda estar en antecedentes de los cargos formulados en su contra y, de ese modo, regular debidamente su defensa y entender cabalmente el sentido del período probatorio. Siendo así, resulta un paso implícito, obligatorio, puesto que no puede preguntarse al acusado si está conforme con la acusación si previamente y con todo rigor no se le ha puesto en conocimiento actua​lizado del tenor de la pretensión fiscal.
C.2. La conformidad
a) Ubicación conceptual. El Código de 1991, siguiendo el modelo es​pañol, contempla un paso esencial: la conformidad. Esta institución pro​cesal, si bien algunos autores la incardinan en el denominado principio de oportunidad ‑opuesto al principio de legalidad‑, nosotros, siguiendo a Leopoldo PUENTE SEGURA, la situamos en una especie de tercer género, denominada principio del consenso. En efecto, la conformidad es esencialmente un acto unilateral del acusado, asistido de su letrado, por el cual se produce un aquietamiento con la petición del Fiscal; en cambio, la oportunidad se limita a conceder al Fiscal facultades excepcionales que le permitan solicitar el sobreseimiento o, en otras legislaciones, requerir una pena inferior a la legalmente prevista. Tales facultades, sin embar​go, no son de abono en la conformidad, toda vez que esta institución tiene como presupuesto que el Fiscal haya solicitado la sanción y reparación civil que legalmente corresponda, sin que esté autorizado a pedir una pena menor o a inhibirse de formular acusación. El Fiscal ‑al igual que la parte civil en su caso‑, no ve alteradas sus funciones o facultades, ante una decisión del acusado de aceptar los términos de la acusación fiscal.

El art. 280° del Código de 1991 dispone dos supuestos de conformi​dad: en primer lugar, si el o los acusados se confiesan autores o partícipes del delito materia de la acusación fiscal y responsables de la reparación civil, en la medida en que el defensor muestre su conformidad y no considere necesario la oralización algún medio probatorio o un debate acerca de la aplicación de la pena y de la reparación civil. En este caso, la sentencia se dictará en esa misma sesión o en la siguiente, que no podrá postergarse por más de cuarenta y ocho horas, bajo pena de nulidad. En segundo lugar, si sólo se acepta la realidad del delito, pero no el monto de la pena y la reparación civil, el juzgador limitará la discusión y la produc​ción de pruebas a esos extremos.
En cuanto a su naturaleza jurídica, la conformidad es una institu​ción de naturaleza compleja que consiste en un acto unilateral basado en una declaración de voluntad, declaración conformada por dos vo​luntades. La conformidad importa la aceptación de los hechos y de las sanciones. Sus efectos son meramente procesales, pues sobre la base de la economía y celeridad procesales, provoca el acortamiento procedimental, esto es, prescinde del período probatorio dictándose, sin más, la sentencia.

Su origen se encuentra en el enjuiciamiento crüninal inglés que reconoce la posibilidad al acusado de declararse culpable (plea guilty) o inocente (not guilty), de modo que si se confiesa culpable no es preciso constituir el Jurado ni celebrar el juicio, siendo sentenciado en base a su propia confesión (oran. confession).
La conformidad en nuestra legislación exige del o de los acusados una declaración de voluntad que consiste, de un lado, en aceptar su intervención como autor o partícipe del hecho punible materia de acu​sación fiscal y, de otro lado, en reconocer la responsabilidad civil por el hecho delictivo admitido. El Código equivocadamente califica esta de​claración de voluntad como confesión, puesto que esta última es un medio de prueba en sí mismo mientras que la admisión produce no ya la prueba sino la exclusión de la necesidad de dicha prueba.
b) Clasificación. La conformidad en el Código de 1991 presenta ‑si​guiendo parcialmente a GIMENO SENDRA la siguiente clasificación:
i. Desde un punto de vista subjetivo, puede ser total o propia, cuando do la totalidad de los acusados la presten; y, parcial o impropia, en el su​puesto de que, ante una pluralidad de acusados, tan sólo alguno de ellos la prestara. El Código de 1991 no se pronuncia sobre qué sucede en estos casos; sin embargo, el proyecto de 1995 permite que continúe el proceso con los no conformados, reservando la sentencia de conformi​dad hasta que se expida sentencia final con todos los acusados.
ii. Atendiendo al número y naturaleza de las pretensiones, puede ser absoluta, si se extiende a las pretensiones penal y civil, o limitada exclusivamente a la pretensión penal, en cuyo caso el juicio oral continua​rá a los solos efectos de debatir la pretensión civil.
iii. Atendiendo al ámbito de disposición, puede distinguirse una conformidad plena, que se proyecta no sólo contra los hechos punibles objeto de acusación, sino también sobre la petición de pena y de reparación civil; y, una conformidad limitada, a la aceptación de los hechos punibles objeto de acusación, no así a la petición de pena o al monto de la reparación civil.
En el caso de una conformidad limitada, se produce en puridad una censura del juicio oral. Se pasa al período probatorio del juicio oral, pero limitando la actuación probatoria a determinar la entidad de la pena o el monto de la reparación civil. En este supuesto, la responsabili​dad por los hechos objeto de conformidad no se discuten. Sobre el particu​lar, acota GIMENO SENDRA, no se vulnera la presunción de inocencia, pues la conformidad exime a la acusación de la carga de la prueba de los hechos constitutivos, siéndole de aplicación el principio de que "nadie puede ir contra sus propios actos", de tal suerte que, reconocido un hecho, no puede posteriormente el acusado negar o modificar ese relato fáctico.
La conformidad, en cualquier supuesto y como consecuencia del carácter dual de la parte pasiva, requiere la aquiescencia del abogado de​fensor del acusado, sin cuya aceptación no cabe otra opción que disponer la continuación del juicio declarando improcedente la conformidad.
c) La sentencia de conformidad. Una vez producida la conformidad del acusado y su defensa, corresponde al Tribunal efectuar un control de la misma y, en consecuencia, emitir la resolución que corresponda. Este control parte de un principio esencial: la conformidad es un acto proce​sal de parte, de los denominados actos de postulación, que tiene sus propias características. Por consiguiente, es de rigor tener presente que si el órgano jurisdiccional considera que los hechos no están suficiente​mente probados, en aplicación directa de los arts. 2°‑.24.e) y 139°‑.3 de la Constitución, que garantiza un debido proceso y la presunción de ino​cencia, desestimará la conformidad y dispondrá la continuación de la audiencia, abriendo el período probatorio.

Por otro lado, el órgano enjuiciador puede estimar probados los hechos objeto de la conformidad, pero conserva sus plenas facultades para calificar los mismos en la forma que le parezca más correcta desde el punto de vista dogmático. En tal virtud, puede considerar que la cali​ficación jurídica que le viene propuesta por las partes no es la proceden​te, por lo que, como el control de legalidad siempre debe entenderse in bonam partem, está facultado para modificar el título de incriminación subsumiendo la conducta incrimina en un tipo penal menos grave, siem​pre que respete el principio de correlación, como derivado del principio acusatorio. Tal modificación no sólo alcanza un tipo penal distinto, aun​que mediando similitud de bien o interés jurídico, también comprende la posibilidad de reconocer atenuaciones, eximencias incompletas, dife​rentes grados de ejecución y formas de participación en el delito.
Respecto a la pena objeto de conformidad, de una mayor presencia en los casos que en su oportunidad vendrán a conocimiento del tribu​nal, es de reconocer, en principio, que el juzgador conserva sus faculta​des de individualización de la pena a tenor de lo dispuesto en el art. 46° del Código Penal. En este punto es posible que se presenten dos situa​ciones, sea que el órgano sentenciador considere que la pena acordada es inferior a la legalmente prevista ó, por el contrario, estime que la pena acordada es. superior a la qué en puridad corresponde imponer. En el primer caso, lo más prudente es disponer la continuación del jui​cio, abriendo el período probatorio que lo limitará a la discusión sobre la pena, en cuyo caso al final del debate impondrá una pena mayor siem​pre que el Ministerio Público en la acusación oral interese una pena más grave que la propuesta en la acusación escrita (art. 296°‑ del Código de1991). En el segundo caso, la única conclusión posible es imponer directamente una pena menor, no siendo necesaria la continuación del debate puesto que existiendo conformidad con los hechos y no siendo del caso esperar que el Fiscal en su acusación oral pida una pena menor, desde que el principio acusatorio en su concepción más radical proscribe imponer una pena mayor que la pedida por el Fiscal, el tribunal está i facultado, dentro de sus poderes de individualización de la pena, a imponer la sanción que estime arreglada a derecho.
Respecto a la reparación civil, la conformidad del acusado tampoco vincula al tribunal, por lo que el juzgador puede imponer el monto que estime' conveniente, sea igual, menor. o mayor que la indicada en la acu​sación fiscal. Para ello, sin embargo, será menester que el tribunal decla​re que se trata de una conformidad limitada a los hechos y a la petición de pena y, a su vez, disponga 1a continuación del debate para esclarecer el tema de la responsabilidad civil. De igual manera, precisa PUENTE SE​GURA, si media oposición de la parte civil o del tercero civil, el tribunal declarará que la conformidad es limitada a los hechos y a la pena, no así T a la reparación civil, por lo que deberá abrirse el período probatorio circunscrito a la responsabilidad civil
El período probatorio
A. Aspectos generales
El período probatorio es la parte más esencial del debate. Allí se concreta la producción de pruebas a iniciativa de las partes. Las pruebas han de haber sido debidamente propuestas y admitidas en la etapa intermedia y, sólo en el caso del Código de 1940, en el período inicial del juicio oral. Este período comienza inmediatamente después de resolver las cuestiones vinculadas a la presencia de los sujetos procesales principales y a la presentación de los órganos y objetos de prueba (en el Código de 1991 se añade un último paso vinculado a la posible conformi​dad) y concluye en el momento en que corresponde al Fiscal formular acusación oral.
La ley procesal, en este período, como apunta TOME GARCÍA,
 no regula específicamente la actuación de cada medio de prueba, por lo que es de rigor remitirse a lo estatuido para el correspondiente acto de investigación sumarial o instructorio. Asimismo, no regula, aunque sí menciona, la declaración del acusado como medio de prueba a practi​car en el juicio oral. Tampoco contempla los problemas que plantea la práctica de los modernos medios de prueba: fotografía, vídeo, cintas magnetofónicas, télex, etc.
Lo esencial en este período, propio del debate oral, es que en la práctica de las pruebas, al decir de ORTELLS RAMOS rigen las siguien​tes pautas: a) la actuación probatoria está sometida a las reglas sobre con​tradicción, inmediación, concentración, publicidad y documentación; b) el régimen de la práctica de las pruebas está sometida a un orden predeter​minado, no obstante el cual puede ser modificado para facilitar el cumpli​miento de la finalidad de la prueba y para evitar la suspensión de la audien​cia: y, e) la prueba ha de practicarse ante el órgano jurisdiccional senten​ciador, salvo si es necesario actuarse fuera de la sede o de la demarcación, debiendo acudirse al exhorto con arreglo al art. 156°‑ de la LOPJ.
En cuanto al orden de las pruebas, el Código de 1940 tiene la si​guiente secuencia: 1. Interrogatorio del imputado (art. 243°‑). 2. Inte​rrogatorio de los testigos en el orden que decida el Presidente, prece​diendo el examen del agraviado en caso haya sido citado obligatoria​mente (arts. 248°‑ y 260°). 3. Examen de los peritos, sin perjuicio de la lectura obligatoria del dictamen o informe pericial (art. 259°‑). 4. Exa​men de la prueba instrumental acompañada en la instrucción y la pre​sentada en el juicio oral.
Respecto al interrogatorio a los órganos de prueba, el Código de 1940 impone la siguiente metodología: 1. El interrogatorio directo del acu​sado es iniciado por el Fiscal (art. 243°‑) y seguido por el Presidente ‑o Director de Debates‑ y los otros miembros del Colegiado; a continua​ción, corresponde el turno al defensor y al abogado de la parte civil, quienes interrogarán "por intermedio del Presidente" (art. 247°‑). 2. El interrogatorio de los testigos y peritos será efectuado directamente en un orden que inicia el Presidente, continúan los demás miembros del Tribunal y el Fiscal, y culminan el defensor y el abogado de la parte civil (arts. 251° y 259°‑). 3. El examen de la prueba instrumental, que se inicia. Con la lectura de 1a misma, tiene como base las propuestas del Fiscal, de la parte civil y del acusado, en ese orden (art. 262°‑).
La secuencia y la metodología de la actuación probatoria en el Código de 1991 tiene sensibles modificaciones. De la concordancia de los arts. 2812 a 2840 ‑ es posible anotar las siguientes conclusiones: en primer lugar, altera el interrogatorio del imputado, pues la envía al final, luego de la oralización de la prueba instrumental; en segundo lugar, el orden en que deben actuarse las pruebas es decidida por el juzgador, pero primero se examina a los testigos y, luego, a los peritos; en tercer lugar, el interrogatorio a los órganos de prueba es directo por los sujetos procesales; y, era cuarto lugar, el Juzgador sólo interroga en los casos en que hubiera quedado algún vacío (art. 285°‑), el mismo que es iniciado por el Fiscal, seguido por los defensores del actor civil y del tercero civil y culminado por el defensor del acusado (art. 284°‑), orden que es similar al seguido al oralizar los medios probatorios útiles (art. 283°‑). La última intervención está reservada al acu​sado, "con lo que se busca que el defensor pueda estar mejor preparado y de esta forma el contradictorio tenga mayor eficacia".
B. Los medios de prueba
B.1. Aspectos problemáticos
La ley procesal, respecto de los medios probatorios, sólo hace men​ción a la declaración del imputado, a la prueba testifical, a la prueba, pericial y a la prueba documental. No se refiere, empero, al careo o confrontación, al reconocimiento judicial o inspección ocular y a las piezas de convicción u objetos o instrumentos del delito. Estas pruebas, con las limitaciones propias del juicio oral y la posibilidad de haberse realizado durante la instrucción, son plenamente aceptadas y, por tanto, es factible que se desarrollen en el juicio oral.
Sobre el careo o confrontación, que en rigor no es propiamente un medio probatorio, sino una ampliación de las pruebas personales (declaración del acusado y testimoniales), es del caso acotar, como señala TOMÉ GARCIA, que tiene un carácter subsidiario y potestativo, pudiendo actuarse cuando no fuere conocido otro modo de comprobar la existencia del delito o la culpabilidad de alguno de los procesados. Para su adopción, afirma MONTÓN REDONDO, es necesario que los resultados de la declaración del acusado y de las testimoniales sean contradictorios o disconformes,
En lo atinente al reconocimiento judicial o inspección ocular, que consis​te ‑según explica Eladio ESCUSOL BARRA en la personación in sito del tribunal para describir el lugar o la cosa inspeccionada, haciendo cons​tar las huellas o vestigios del delito cometido y las observaciones que las partes hagan, su adopción puede justificarse en la medida en que no se haya practicado en las etapas anteriores al juicio oral y que no resulte inútil, dado el tiempo transcurrido. El presupuesto de esta prueba es que preexistan determinados vestigios o instrumentos materiales de su perpetración, huellas o vestigios que normalmente no permanecerán hasta el momento del juicio oral. Por lo demás, como apunta MON​TÓN REDONDO, es una prueba que limita los principios de concentración y publicidad al producirse fuera de la sala del juicio, lo que aconseja su restricción a situaciones en que no se disponga de ningún otro medio para la determinación de los hechos.
La Corte Suprema ha determinado que si el Fiscal Superior en su acu​sación solicita se realice una inspección ocular, ésta debe realizarse en el acto oral y no por el juez penal previa devolución de los actuados. En relación a las piezas de convicción en general, el art. 240° del Código de 1940 precisa que si el Tribunal lo cree conveniente, se pueden presentar en la audiencia los objetos que tengan relación con el delito. Su presentación también puede ser instada por las partes; en caso de negativa, debe constar en el acta el motivo de su petición. Otorgar al Tribunal la iniciativa, según razones de conveniencia, obviamente vincula​das a las reglas de legitimidad, pertinencia, utilidad y posibilidad material de su presentación, recoge el principio de investigación oficial.
Las piezas de convicción, apunta MONTÓN REDONDO, en tanto objetos inanimados que pueden servir para atestiguar la realidad de un hecho y que se hayan incorporado al proceso, bien uniéndolos materialmente a los autos o conservándose a disposición del Tribunal, decidida su pre​sentación en la audiencia, deben ser expuestas públicamente, incluyen​do su reconocimiento y la declaración específica sobre ellos, a fin de ser utilizadas por él directa, inmediata e independiente o servir como com​plemento de otras pruebas.
Su práctica puede irse practicando simultáneamente con las decla​raciones de los imputados y testigos, o en momentos independientes, exhibiéndoseles a éstos y también a las partes civiles, conforme corres​ponda. La oportunidad más adecuada para ello ha de ser cuando el órgano de esta prueba se refiera a dichas piezas en el transcurso de su declaración o exposición.
Finalmente, siguiendo las advertencias de ESCUSOL BARRA, es de tener presente que en materia de actividad probatoria la regla básica es que no se practican otras diligencias de prueba que las propuestas por las partes, ni ser examinados otros testigos que los comprendidos en las listas presentadas. Las excepciones son las siguientes:
a) los careos o confrontaciones, cuando resulten procedentes, sea de oficio o a propuesta de cualquiera de las partes, desde que la posibi​lidad de contradicción de las versiones, presupuesto del careo o con​frontación, recién se pueda establecer una vez que los órganos de prue​ba hayan declarado;
b) la actuación de pruebas de oficio, en tanto el tribunal las consi​dere necesarias para la comprobación de cualquiera de los hechos que hayan sido objeto de acusación o defensa. Esta posición es asumida por el Código de 1940, que asume un mayor compromiso con el principio de investigación oficial en comparación a la neutralidad propuesta por el Código de 1991;
c) las diligencias de prueba que en el acto ofrezcan las partes para acreditar alguna circunstancia que pueda influir en el valor probatorio de la declaración de un testigo. Al respecto, el art. 254°‑ del Código de 1940 estatuye que "los testigos que se ofrezcan para demostrar los moti​vos de parcialidad que tiene un testigo del juicio, y cuyo numero puede exceder de dos se limitarán a declarar sobre esta materia". Obviamente, una vez que el testigo ha declarado y luego se conoce alguna causal de parcialidad o tacha, en estricta justicia debe permitirse a las partes perjudicadas por el testimonio tener la oportunidad de realizar actividad pro​batoria específica para cuestionar la imparcialidad del testigo.
B.2. Declaración del acusado
El Código de 1940 considera a la declaración o interrogatorio del acusado como primera prueba a practicar. El Código de 1940, la consi​dera, en cambio, como última prueba a ejecutar. En ambos casos, luego de haber puesto al imputado en contacto con la acusación, el paso si​guiente consiste en hacerle un interrogatorio de identificación, que lógica​mente es de responsabilidad del Presidente del Tribunal y al cual el impu​tado no puede negarse. A continuación, en resguardo de la garantía constitucional de no autoincriminación, reconocida por el ordenamiento jurí​dico internacional (art. 8°‑. 2. `g' de la Convención Americana de Derechos Humanos), corresponde al Presidente del Tribunal preguntar al acusado si quiere declarar respecto de los hechos que se le atribuye, haciéndole saber que puede o no hacerlo, sin que su silencio implique presunción de responsabilidad alguna o pueda impedir la continuación del juicio.
El interrogatorio propiamente dicho se iniciará sólo si el acusado hubiera accedido al mismo. El art. 245°‑ del Código de 1940, ante el silencio del imputado, previene al Presidente que se dirija al defensor para que lo exhorte a explicarse o para que indique los motivos a que él atribuye su negativa a contestar; y, si el acusado insiste en su actitud, el Presidente seguirá con los interrogatorios, pero al concluir cada uno de ellos, preguntará al acusado si tiene algo que decir. Esta disposición presupone, sin duda alguna, la obligación del imputado de someterse al interrogatorio, por lo que debe entenderse abrogado por la Constitu​ción de 1993, que por aplicación de la Cuarta Disposición Final y del principio del debido proceso reconocido en el art. 139°‑.3, ha incorpora​do al derecho interno lo dispuesto en los arts. de la Convención Americana de Derechos Humanos y 14° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que garantizan el derecho del imputado a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable. Por ello, el art. 2842 del Código de 1991 señala que previo al examen del acusado, el juzgador le advertirá que puede abstenerse de declarar y que el debate continuará aunque no lo haga. Si el acusado acepta ser examinado, el interrogatorio tendrá como base las declaraciones prestadas en su instructiva y estará destinado a que explique los hechos en que tomó parte y los que hubiere propuesto para exculparse, así como a conocer su índole, modo habitual de proceder y los motivos determinantes del delito. El art. 284°‑ del Código de 1991 señala expresamente que el interrogatorio también puede versar sobre "... las circunstancias y demás elementos necesarios para la medición, de la berza y de la reparación, civil".
El interrogatorio se estructura en base a preguntas claras, directas y precisas, volcadas a lo útil y necesario. No son admisibles preguntas re​petidas sobre aquello que el acusado ya contestó, salvo que sean absolu​tamente necesarias y sea del caso aclarar aspectos de una respuesta ante​rior. Tampoco se aceptan preguntas sobre temas prohibidos, así como capciosas, con respuestas sugeridas e inútiles. Comenzada la declaración del imputado, en tanto se requiere que sus dichos y respuestas sean es​pontáneas, no se le puede hacer ningún tipo de sugerencia o indica​ción, infracción que al decir de SOSA ARDITI y FERNÁNDEZ será corregida disciplinariamente
Para el caso de varios acusados, tanto el art. 2461 del Código de 1940 como el numeral 286°‑ del Código de 1991, autoriza al Presidente a exa​minarlos separadamente, o a uno en presencia de otros. Si se decide el examen por separado, antes de que comience el Fiscal su acusación, se leerán las declaraciones de todos los acusados. El objetivo de esta facultad es evitar que el interrogatorio a uno de los imputado pueda alertar a los otros o que la declaración del que lo haga antes pueda influir en las de los que lo hagan después. Sobre el particular, señalan SOSA ARDITI y FERNÁNDEZ, "saber si un imputado miente es fundamental en la tarea del tribunal. La confrontación de las indagatorias prestadas en forma inde​pendiente favorece la labor de los magistrados, pues les permite interro​gar sobre ciertos detalles difícilmente tenidos en cuenta por los imputa​dos si intentaran `armar' sus dichos. Siempre quedará un punto, un por​menor, un residuo al que se pueda llegar mediante preguntas y que no podrá ser previsto por ningún imputado, por más lúcida que sea. En ese caso, al confrontarse las declaraciones, surgirán sus aspectos contradic​torios que pondrán en evidencia la falsedad de alguna de ellas".
No obstante tal claro objetivo que justifica la necesidad de lectura de las declaraciones de los procesados, el Alto Tribunal ha señalado de modo genérico que tal omisión no afecta el valor de las pruebas, la de​fensa de los procesados, ni el debido proceso, por lo que no es del caso anular el juicio siguiendo un rigor o ritualismo procesal atentatorio en este caso contra el derecho de defensa y por los principios de economía y celeridad previstos en el art. 6°‑ de la TUO de la LOPJ.
Es de extrañar que expresamente no se comprenda, en aras de un eficaz derecho de defensa y del debido esclarecimiento de los hechos y, como por ejemplo, lo exige el art. 257°‑ de la Ordenanza Procesal Penal alemana, que después de la declaración de cada uno de los testigos, peri​tos o co‑acusados, así como después de la lectura de cada uno de los docu​mentos, no se pregunte al acusado si tiene algo que aclarar al respecto. En este caso, el formalismo, traducido en el respeto a la regla de preclusión, se ha impuesto sobre la necesidad de agotar la discusión y dar oportuni​dad al imputado para que conforme se desenvuelva el plenario pueda formular las aclaraciones o explicaciones que correspondan.
B.3. La prueba testifical
Los testigos deben declarar en el orden que señala el Presidente, previa intervención de las partes (arts. 248°‑ del Código de 1940 y 282 del Código de 1991). Una característica esencial de esta prueba estriba en que los testigos deben ser examinados por actos independientes, sin que se comuniquen entre ellos o con otras personas, a fin de que no pue​dan enterarse ni ser informados de lo que está ocurriendo en la sala de audiencia. No cabe que las declaraciones de testigos se lleven a cabo ante un notario, pues tal diligencia no es de competencia notarial.
El Código de 1940 sanciona bajo pena de nulidad que se dé lectura a la declaración del testigo prestada en la instrucción. Tal prohibición, sin embargo, no la tienen otros Códigos, como es el caso de la Ley de Enjuiciamiento Criminal española, cuyo art. 714°‑ prescribe que en caso de discrepancia entre ambas declaraciones puede disponerse la lectura del acta sumarial para que el testigo dé las explicaciones que correspon​dan. Mariano H. CORNEJO, en defensa de esta prohibición, señala que si lee su declaración "...ya no tiene libertad y que, por consiguiente, está viciada la prueba".
Si bien es de aceptar la interdicción de la lectura previa del acta sumarial, a fin de garantizar la espontaneidad y que el testigo no se sien​ta obligado a decir exactamente lo mismo, permitiéndole que si faltó a la verdad en el juzgado, pueda decirla ante el Tribunal, no creemos que sea suficiente la realización de un interrogatorio específico para que explique clara y detalladamente la razón de esas diferencias, como apunta el art. 250°‑ del Código de 1940. En efecto, es de considerar que un interrogatorio de esa naturaleza puede resultar lesivo a la posición del testigo y no necesariamente puede ser esclarecedor, mientras que si se lee la declaración sumarial será posible un contrainterrogatorio más objetivo y eficaz.
Desde la perspectiva procedimiental, el art. 252°‑ del Código de 1940 prescribe que en caso de diferencia entre ambas declaraciones, se escri​birá inmediatamente la parte de la declaración evacuada en la audien​cia que esté en disconformidad con la prestada en la instrucción, la cual será leída para ver si el testigo se conforma con ella.
El interrogatorio del testigo se sigue en igual forma a los ritos esta​blecidos para la instrucción. Las preguntas se hacen oralmente y en for​ma directa. El interrogatorio, en primer lugar, se dirige a determinar sus condiciones personales y su relación con los acusados y demás partes; y, en segundo lugar, al conocimiento que tenga sobre el hecho y demás circunstancias específicas que determinaron su convocatoria y que se estimen oportunos y pertinentes. Resulta obvio que los testigos, como acota MONTÓN REDONDO, contestarán a las distintas preguntas con la cla​ridad y precisión posibles, expresando "la razón de su dicho" e indican​do la fuente o persona de la que hubieran obtenido la información cuan​do se trate de los llamados "testigos de referencia". Una exigencia de primer orden estriba en que, tratándose de parientes, se les debe adver​tir del derecho que les asiste, conforme a ley, para rehusar la declara​ción, lo que está sancionado con la nulidad del juicio.
Culminado el interrogatorio del testigo, es posible que sea requeri​do, no sólo para someterse a aclaraciones o ampliaciones de su testimo​nio (a partir de las declaraciones de otros testigos o de las informaciones adicionales proporcionadas por el imputado), sino también para ser sometido a una confrontación.
El Código de 1940 tiene cinco normas especiales sobre la declara​ción testimónial:
a) Los testigos pueden declarar sin ser escuchados por los otros, o que sea examinado delante de uno o más testigos determinados (art. 256`‑'), pero la regla es que no pueden estar presentes en la audiencia ni menos escuchar el testimonio de los otros testigos.
b) Los testigos no pueden dialogar ni interpelarse entre sí. Esta dispo​sición (art. 255°‑),empero, no es aceptada en el Código de 1991 (art. 213°‑).
c) Si el testigo citado a declarar en la audiencia no concurre al de​bate, pero se presenta antes de que se produzca la acusación, procede examinarlo oralmente (art. 249°). Sin duda, la necesidad de esclareci​miento y de búsqueda de la verdad que informa al proceso penal, expli​can esta alteración relativa a la regla de preclusión.
d) Si de los debates resulta que un testigo incurrió en falsedad al declarar en audiencia, de oficio o a petición de las partes, puede ser detenido hasta que se pronuncie sentencia y se resuelva si hay motivos para abrir instrucción contra él (arts. 25'7°‑ del Código de 1940 y 309° del Código de 1991). Es de aclarar, empero, que tratándose inevitablemen​te de una medida cautelar, la restricción de la libertad está condicionada al cumplimiento de los dos clásicos presupuestos materiales: fumus boni iuris, o sea principio de prueba o atribución razonable del hecho punible; y, pezculum in mora, esto es, gravedad del hecho punible y riesgo muy serio de fuga o de entorpecimiento de la actividad probatoria. Además, como ha sido fijado por el alto Tribunal, esta medida está reservada al juez del juicio, no pudiendo dictarse durante la etapa de instrucción (311).
e) Si se considera que un testigo que declaró enjuicio violó el de​ber de imparcialidad, es posible alas partes ofrecer dos testigos para que declaren exclusivamente sobre ese extremo. Esta es una segunda causal determinante de la alteración de la regla de preclusión, que limita el ofrecimiento de pruebas a la etapa intermedia y, en el caso del Código de 1940, al inicio de la audiencia, que se justifica en aras de garantizar la espontaneidad y veracidad de la declaración testifical.
La declaración del agraviado es considerada un testimonio más y, como tal, es tratada por la Ley procesal (art. 143°‑ del Código de 1940 y 212°‑ del Código de 1991). Si su declaración ha sido solicitada y aceptada por el órgano jurisdiccional, debe declarar antes que los testigos. Además, tiene la posibilidad de presentarse voluntariamente al acto oral y solicitar que sea examinado, en cuyo caso el interrogatorio se llevará a cabo antes de la acusación (arts. 260°‑ y 261°‑ del Código de 1940) . En este último caso, GARCIA RADA considera que la declaración se producirá indefectiblemente antes de la acusación; sin embargo, es de considerar que lo que la ley prescribe es la factibilidad de la declaración del agraviado, aun cuando no haya sido citado por el órgano jurisdiccional, por lo que ésta podrá llevarse a cabo siempre que la presentación del agraviado se produzca antes de la acusación. Resulta obvio que si se presenta al inicio de la audiencia, la declaración se producirá antes que los testigos propiamente dichos y en el momento en que corresponda la prueba testifical.
B. 4. La prueba pericial
El art. 2592 del Código de 1940 reconoce expresamente la necesi​dad de examinar a los peritos o técnicos citados, tomándoseles juramen​to o promesa de honor de decir la verdad; su omisión es sancionada con la nulidad del juicio. El Código de 1991 sencillamente hace mención en el art. 2821, segundo párrafo, al examen de los peritos, el mismo que se realizará directamente por los sujetos procesales, remitiendo su ac​tuación a las normas pertinentes de la instrucción.
La citación de los peritos tiene como objeto, apunta MONTÓN REDON​DO, su interrogatorio sobre el contenido de su informe o sobre las cues​tiones que se estimen oportunas. Si se trata de peritos nuevos (prueba pericial propuesta "ex novo"), como es obvió, presentarán su informe y serán examinados sobre su contenido. Las declaraciones de los peritos, a diferencia de los testigos, se harán conjuntamente por todos ellos, si se hubieran de manifestarse sobre unos mismos hechos. El interrogato​rio, como apunta el art. 228° del Código de 1991 estará orientado a "obtener una mejor explicación sobe la comprobación que hayan efectuado respec​to al objeto de la pericia, sobre Los fundamentos y la conclusión que sostienen".
El art. 259° del Código de 1940 incorpora una regla básica en mate​ria de prueba pericial: la lectura obligatoria del informe de los peritos, previo al interrogatorio de los mismos. Este interrogatorio busca, según SOSA ARDITI y FERNÁNDEZ, ampliar y esclarecer los puntos sobre los cuales las partes se interesen, incluso los peritos podrán ser preguntados sobre cuestiones no tratadas en su dictamen, contando siempre con la perti​nencia genérica de la interrogatoria.
El citado art. 259° del Código de 1940 privilegia esta prueba, pues no somete a una estricta regla de preclusión la solicitud de examen pericial. Dicha norma señala que las partes pueden solicitar que se exa​mine a los peritos o técnicos en el caso que no hubiesen sido citados por el Tribunal, el que resolverá si procede o no ese examen. En la audiencia, de existir disconformidad de las conclusiones en​tre las pericias, debe abrirse un debate contradictorio, cuyo contenido debe ser incluidas en el acta, a fin de que consten las razones aducidas por los peritos
B.5. La prueba documental
Una vez culminados los interrogatorios a los peritos, corresponde el examen de la prueba instrumental u oralización de los medios probato​rios. Para este efecto, señalan los arts. 262° del Código de 1940 y 283°‑ del Código de 1991, debe precisarse las piezas o documentos incorporados al expediente, en cualquier etapa del procedimiento. El Código de 1940 contempla la necesidad de la lectura íntegra de las piezas o documen​tos, mientras que el Código de 1991 exige que la parte que ofrece la prueba exponga un resumen oral de su contenido, salvo que se solicite su lectura, en cuyo caso indefectiblemente debe leerse.
En tanto que en el debate debe haberse recibido toda la prueba existente y necesaria para resolver el caso, enseñan SOSA ARDITI y FERNÁNDEZ, se hace indispensable que se introduzcan mediante su lectu​ra, oralizándola, toda aquella que esté materializada en constancias es​critas y merezca la consideración necesaria. Es de significar que los documentos preconstituidos al proceso mismo, tales como contratos, certificaciones o constancias, etc., pueden ser tachados en el acto oral, siempre que se hubieran presentado en el curso del juicio oral, caso contrario serán consideradas como argumentos de defensa (art. 262°‑ in fine del Código de 1940).
En principio, y más allá de su eficacia probatoria, se entiende por documento todo aquello que puede servir para atestiguar la realidad de un hecho y que se haya incorporado en la causa, bien uniéndolo materialmente a los autos o conservándose a disposición del órgano jurisdic​cional. Se leerá, dice MONTÓN REDONDO, sin duda alguna, el documento que contiene la representación gráfica del pensamiento que se plasma por escrito; y se apreciará, obviamente, todo otro instrumento mueble apto para la incorporación de señales expresivas de un pensamiento y que lo reproducen, más o menos fidedignamente, tales como vídeos, cine, fotografías, grabaciones magnetofónicas, diskettes, etc. 
Ambos Códigos procesales no tienen límites en cuanto a la oralización o lectura de documentos. Puede tratarse de actas judiciales como policiales, sin que en este último caso, como por ejemplo lo hace el Código nacional argentino, se exija la ratificación de los intervinientes ante el Juzgado Penal. Sin embargo, respecto a la prueba personal (pre​ventivas, testimoniales y exámenes periciales), es de precisar en orden a las exigencias del principio de oralidad, y como explica CLARIA OLMEDO, que la regla es la recepción oral de la declaración, la que solamente puede ser suplida, bajo sanción de nulidad, cuando se dé un supuesto de excepción expresamente previsto en la ley. Al respecto, resulta interesante lo dispuesto en el art. 250° de la OPP alemana, que dice: "Si la prueba de un hecho se basa en la observación de una persona, ésta debe decla​rar en el debate. La declaración no puede ser reemplazada por la lectura de un acta labrada sobre una declaración anterior o de una aclaración escrita".
En aras de consolidar un juicio justo y equitativo, es de advertir, siguiendo a GIMENO SENDRA, que sólo se leerá lo que no se pueda repro​ducir en el debate. En tal virtud, siguiendo lo mejor del derecho comparado, sólo se leeránlas actas que comprendan: a) la prueba anti​cipada; b) la declaración preliminar o instructora de un testigo o de un perito que hubiere fallecido, se encuentre ausente o no se le pueda ubi​car, así como cuando éste haya declarado mediante exhorto internacio​nal; c) las actas policiales; en este caso su posible lectura está condiciona​da a que el agente policial hubiera sido interrogado previamente como testigo; d) la declaración de los imputados contumaces o condenados como intervinientes en el delito objeto del juicio oral; y, e) la prueba preconstituida, tales como la denuncia, los documentos propiamente dichos, el informe de los peritos, las confrontaciones siempre que los declarantes hayan sido examinados en el debate, las actas de detención, reconocimiento, registro, inspección, revisión, pesaje, hallazgo, incau​tación, etc. (arts. 511°‑‑514°‑ del Código de Procedimiento Penal italia​no, art. 251.° de la Ordenanza Procesal Penal alemana, art. 300° del Có​digo Procesal Modelo para Iberoamérica y art. 331°‑ del Proyecto de Código peruano de 1995). La lectura y examen procura garantizar que haya prueba contradic​toria sobre el documento. Por consiguiente, un acta labrada en sede judicial o extrajudicial, será prueba, libremente valorada, siempre que se haya desarrollado con arreglo a las exigencias legales correspondien​tes y en la medida en que en su propia actuación o en el juicio oral hayan sido actuadas en condiciones que permiten a la defensa someter la a contradicción.
La lectura de los documentos se hace por su orden. El art. 262°‑ del Código de 1940 prescribe, al igual que el art. 283 del Código de 1991, que en primer lugar se lee y examina la prueba ofrecida por el Fiscal, luego de la parte civil y, finalmente, del acusado. El Código de 1991 aclara que antes de la estación de lectura piezas requeridas por el Defen​sor, corresponde hacer lo propio a las solicitadas por el tercero civil. Por otro lado, el art. 262°‑ del Código de 1940 prescribe que contra las pruebas instrumentales presentadas en el juicio oral proceden las tachas, las que se resolverán en la sentencia; por consiguiente, deviene improce​dente tachar instrumentos agregados en otras etapas del proceso. La ley procesal, gente señala que deben ser sometidas a debate las declaraciones de los testigos que no asistan a la audiencia, así como las testimoniales actuadas en el sumario judicial que se consideran necesa​rias o las solicitadas por las partes. Al respecto la Corte Suprema resolvió que no sólo se deben leer las testificales de cargo sino también, aun cuando su lectura no haya sido pedida por la defensa, las de descargo, para lo cual está facultado el Tribunal al amparo de sus poderes de ins​trucción de oficio.
El período decisorio
Una vez que se ha verificado toda la actividad probatoria, el Ministe​rio Público y las partes privadas, tienen la oportunidad de expresar defi​nitivamente sus planteamientos teniendo en consideración el resultado de la prueba. Precisamente el período decisorio está destinado, en pri​mer lugar, a las alegaciones del Fiscal y las demás partes procesales, cuyo sustento es la prueba actuada en el curso del juicio oral y, su límite, la acusación fiscal y el auto de enjuiciamiento (discusión fina; y, en segun​do lugar, la deliberación y lectura de la sentencia en acto público.
A. La discusión final
La discusión final es el momento del juicio oral a cargo de las partes procesales, destinado al análisis crítico del conjunto de la prueba reali​zada en el debate. CLARIÁ OLMEDO señala que la discusión final es un momento dialéctico de contradicción sobre el fondo de la cuestión de​batida y es obra de las partes, las cuales deben actuar bajo la dirección del Tribunal, que está obligado a moderar la discusión y a solicitar acla​raciones de conceptos oscuros o de omisiones fundamentales en el dis​curso de las partes.
Se llama final a esta discusión, aclara Giovanni LEONE, para distin​guirla de las eventuales discusiones acerca de las cuestiones prelimina​res o incidentales; mientras que en estas últimas se discuten sólo las es​pecíficas cuestiones planteadas, en la discusión final las partes discuten todo el contenido de la causa y tienen, por tanto, la más amplia libertad para elegir el tema o los temas de discusión, que quedan encomendados a la sensibilidad y sagacidad del defensor 
Es, como acotan SOSA ARDITI y FERNÁNDEZ, una etapa obligatoria que no puede obviarse de ninguna manera. Deben intervenir en ella todas las partes, a quienes con tal fin se les concede el uso de la palabra, Es un período que, en atención a los principios que sustentan este modo de enjuiciamiento, se cumple oralmente y ante el público y, como insiste CLARIÁ OLMEDO, no pueden leerse memoriales o apuntes, lo que no impi​de que con la moderación del caso, se lean normas legales, resúmenes de jurisprudencia, breves trozos de doctrina, fracciones de documentos introducidos al proceso u operaciones numéricas. Por otro lado, las exposiciones no deben ser interrumpidas ‑cuya vigencia es de responsa​bilidad del Tribunal‑ a menos que el alegato contenga alguna omisión, sea necesario aclarar algún punto, se exceda del tiempo prudencial que se le otorgue o resulte manifiestamente impertinente o temerario.
El orden de exposición de las partes está taxativamente contempla​da en la ley procesal. El art. 272° del Código de 1940 estipula que expon​drán oralmente, por su orden, el Fiscal, el defensor de la parte civil, el defensor del acusado, el defensor del tercero civil y, al final, el acusado. El art. 295°‑ del Código de 1991 respeta en lo esencial ese orden, aunque estipula que el defensor del tercero civil hace uso de la palabra antes que el defensor del acusado, a quien le pertenece la última palabra, antes que lo haga el propio acusado.
A.1. La exposición del Fiscal
El Fiscal tiene tres opciones: a) formular acusación oral, si lo actua​do en el juicio oral, a su juicio, ratificó lo realizado en el sumario judicial y calificado en la acusación fiscal (art..273°‑ del Código de 1940 y 296" del Código de 1991) ; b) solicitar una prórroga para formular una acusa​ción ampliatoria, si de los debates resultara que el delito reviste un ca​rácter más grave que el indicado en el escrito de acusación (art. 263°‑ del Código de 1940 y 293° del Código de 1991); y, c) retirar la acusación fiscal, siempre que en la audiencia se hayan producido pruebas nuevas modificatorias de la condición jurídica anteriormente apreciada (art. 274" del Código de 1940 y 291 del Código de 1991) .
Las dos últimas opciones han sido tratadas como supuestos de suspen​sión del juicio oral. No obstante ello, es del caso precisar lo siguiente:
a) Que, en el caso de acusación ampliatoria, el elemento base estriba en que el Fiscal en la acusación escrita calificó jurídicamente los hechos objeto del proceso penal y, sobre esa base, tuvo lugar el juicio oral y las partes acusadas estructuraron su estrategia de defensa.
b) Que como nuestro ordenamiento procesal exige, desde la pro​moción de la acción penal por su titular y del auto judicial que se pro​nuncia respecto de ella, la calificación exacta del delito que debe ser investigado (arts. 94°‑ de la LOMP, 77°‑ del Código de 1940, y 11.4° y 115° del Código de 1991), toda variación del requerimiento fiscal desde una perspectiva que agrave la situación jurídica del acusado, requiere, en primer lugar, una aprobación judicial, y, en segundo lugar, un debate ampliatorio para asegurar la defensa del imputado. La Corte Suprema estipuló, sobre el particular, que el Fiscal no puede evitar el trámite de pedir prórroga para formular acusación ampliatoria, pues si no lo hace está obligado a mantener la acusación escrita.
c) Que esta situación tiene lugar, ejemplifica MIXÁN MÁSS, si el juicio oral se inicia por un delito tipo (básico) o por un delito atenuado, pero el debate oral permite descubrir la verdad concreta de un delito `califi​cado por agravación', como sería el caso de homicidio simple frente a un asesinato.
d) Que, por otro lado, en el caso de retiro de la acusación escrita, el Fiscal puede hacerlo cuando, como consecuencia de la actividad proba​toria del plenario resulta evidente para el Ministerio Público que el acu​sado no ha intervenido en el delito objeto del proceso o que éste no ocurrió; la duda no puede fundar el retiro de la acusación, sino el con​vencimiento de la inculpabilidad del acusado.
La Corte Suprema en una decisión, ratificando otras anteriores, y seguida por otra dictada al año siguiente precisó que el retiro de la acusación sólo es posible si se han producido en la audiencia nuevas pruebas modificatorias de la condición jurídica anteriormente aprecia​da y que no cabe sustentar el retiro de la acusación en diligencias actua​das en el debate que ya lo han sido en la etapa de instrucción, no obstan​te que los órganos de pruebas variaron o rectificaron sus versiones pres​tadas ante el Juez Instructor.
En otra decisión el Supremo Tribunal resolvió que las diligencias actuadas en la etapa de instrucción, al igual que las mismas testificales o exámenes periciales llevadas a cabo en el acto oral, deben ser apreciadas en su integridad y con relación con las otras pruebas al sentenciarse el proceso. En esa misma línea el Alto Tribunal sancionó que "... el Fiscal para retirar su acusación no puede fundarse en los mismos ele​mentos de la instrucción que sirvieron de base a la acusación escrita: la concurrencia al acto oral de testigos y peritos no constituye la nueva prueba que exige el art. 274°‑ del Código, sino que ella ha tenido por objeto el mejor esclarecimiento de los hechos, materia de la investiga​ción, cuyo resultado debe apreciarse y compulsarse debidamente en el debate y sentencia que ponga término al juicio oral.
e) Que, sin embargo, tal concepción en cuanto define lo que debe entenderse por "nueva prueba" parte de una perspectiva inquisitiva del acto de prueba, al otorgarle tal condición a toda actuación sumarial o acto de investigación, obviando el principio de igualdad de armas que en la actividad probatoria expresan la inmediación, la contradicción, la oralidad y la publicidad.
f) Que, en consecuencia, desde nuestra concepción acusatoria del acto de prueba, lo "nuevo" debe entenderse como todo elemento de prue​ba, esto es, dato objetivo incorporado legalmente al proceso con capaci​dad para producir un conocimiento acerca de los extremos de la incri​minación delictiva, que introduzca en el debate aportes fácticos relevan​tes que no estaban presentes cuando el fiscal formuló acusación escrita.
Por lo demás, la Corte Suprema ha delimitado el retiro de la acusa​ción fiscal al aspecto probatorio de la pretensión penal, mas no al cam​bio de apreciación jurídico penal del hecho imputado, así éste deviene en atípico o en falta. Es claro que al producirse el retiro de la acusación fiscal se debe dictar el auto correspondiente, no siendo legal que la decisión del Tri​bunal se haga constar en el acta de la audiencia "... porque esa constan​cia no es la resolución que conforme a ley debe dictarse.
En cuanto a la acusación oral, el art. 273° del Código de 1940 estipula que el Fiscal debe exponer los hechos que considere probados en el juicio y su calificación legal, la responsabilidad de los acusados y la civil que afecta a terceros, así como todas las consideraciones conducentes a ilustrar al Tribunal, cuya omisión determina la nulidad del juicio.
Dicha norma, a su vez impone: a) un límite a la exposición oral: mante​nerse dentro de los términos fijados en el escrito de acusación; y, b) la necesidad de una conclusión: plantear los hechos sobre los que debe pronunciarse el Tribunal, pidiendo la pena que juzgue legal y la indemnización que corresponda, la cual debe pasarlas por escrito al Tribunal. La omisión de las conclusiones escritas ha sido considerada en el pasado como causal de nulidad del juicio.
La Corte Suprema ha entendido los límites de la acusación oral bajo los siguientes parámetros: a) que el Fiscal no puede variar la condición jurídica del acusado, considerándolo como autor de delito distinto o que no fue materia de la instrucción; b) que si ajuicio del Fiscal el delito reviste más gravedad, debe solicitar una acusación ampliatoria; y, c) que no puede pedir una pena distinta por el mismo delito objeto de acusación escrita.
Sin embargo, este modo tan rígido de entender la relación entre acusación escrita y oral es insatisfactorio, pues en buena cuenta limita la función del juicio y supervalora la de la instrucción, a la par que cae en el serio error de estimar que los actos de investigación tienen calidad de prueba y, por tanto, que el Fiscal debe asumir una posición pasiva res​pecto a las incidencias del juicio oral al atarlo a un pedido de pena y reparación civil, sin que pueda asumir en su alegato final el valioso ma​terial aportado en el debate. MIXÁN MÁSS, considera que tal rigorismo, limitado a la imposibilidad de variar la pena y la reparación civil, en tanto se mantenga dentro del mismo tipo penal o uno progresivamente de menor entidad, siempre dentro del mismo rubro y bien jurídico lesionado, es una tautología, por lo que estima que es razonable que el Fiscal adecue esos detalles (monto de pena y reparación civil) a lo que corresponde de acuerdo a la realidad emergente del debate oral precedente.
Tal concepción, felizmente, ha sido superada por una jurispruden​cia posterior, que respetando el contenido esencial del principio acusatorio, es decir, atando al fiscal al delito objeto de acusación escrita, le permite variar la pena y la reparación civil, aumentándola o disminuyén​dola, lo cual ha sido consagrado legislativamente en el art. 296°‑ in fine del Código de 1991. Es de entender que la opción del Fiscal de pedir en la acusación oral una pena más grave, sólo se justifica en la medida en que se mantenga dentro la escala penal del delito objeto de acusación oral, mien​tras que el pedido de una pena menor le permitiría invocar un tipo penal distinto, de menor entidad, siempre que se mantenga dentro del mismo rubro y bien jurídico lesionado, pues de otro modo se perjudicaría el entor​no jurídico del acusado incurriéndose en indefensión de sus derechos.
Finalmente, de conformidad con lo dispuesto en el art. 265°‑ del Códi​go de 1940, repetida en el art. 309°‑ del Código de 1991, el Fiscal ‑en todos los casos‑ si de los debates surja responsabilidad sobre persona no acusada, o se descubra otro hecho delictuoso, debe pedir la apertura de instrucción. Si no lo hace, el Tribunal debe mandar formar cuaderno aparte y elevarlo en consulta al Fiscal Supremo en lo Penal.
Todo lo expuesto líneas arriba permite sostener, en principio, que la conclusión fiscal, al filial del debate, está limitada lo que, en estricto, es la acusación fiscal (art. 225° del Código de 1940 y art. 260°‑ del Código de 1991), que es la que precisamente provoca el juicio e introduce la hipótesis fáctica y jurídica que, en su momento, valorará el Tribunal. Si bien, como apuntan julio MAIER y Máximo LANGER, la conclusión fiscal sólo representa una opinión sobre la acusación escrita, en nuestro proceso ella tiene importantes efectos, al punto que impide que el Tri​bunal siga con la causa, aunque le faculta instar el procedimiento para forzar la acusación, situación que puede llevar a pensar en una tergiversa​ción del principio acusatorio, confundiéndolo con el dispositivo, al enten​der que la "acusación oral" integra finalmente la imputación. El Proyecto de Código de 1995, siguiendo el modelo italiano, modifica la vigente estructu​ra legal y solamente atribuye al Fiscal solicitar la absolución, sin que dicha solicitud merezca una decisión de previo y especial pronunciamiento, al punto que la Tribunal puede absolver o condenar libremente.
A.2. La exposición de la parte civil
Una vez que el Fiscal acusó oralmente, corresponde su turno al abo​gado de la parte civil. En tanto que la parte civil tiene legitimación sobre la acción civil ex delicto y ésta se encuentra atada a la acción penal, el alegato debe circunscribirse a la fundamentación de los respectivos de​rechos restitutorio, reparatorio e indemnizatorio. En tal virtud, el abo​gado de la parte civil puede invocar a la prueba de cargo y rechazar la de descargo, a fin de sostener la existencia del delito y la cuantía de la repa​ración civil. El art. 276° del Código de 1940 permite a la parte civil "esclarecer con toda amplitud los hechos delictuosos que originan. la responsabilidad y las demás circunstancias que influyan en si¡, apreciación, absteniéndose única​mente de calificar el delito". A su vez, el art. 297°‑ del Código de 1991 autori​za al abogado del actor civil ha realizar un análisis de la prueba en orden a sostener la existencia del hecho delictuoso y la cuantía de la repara​ción civil. En ambos casos, es imprescindible que se presenten las con​clusiones escritas, en las que, acota GARCÍA RADA, la parte civil resumirá su punto de vista y expondrá sus pretensiones económicas.
A.3. La exposición del abogado del tercero civil
A continuación toca el turno a las partes acusadas. El Código de 1991 concede el primer turno al abogado del tercero civil y el segundo turno al abogado del acusado; turnos que están invertidos en el Código de 1940. En tanto que es privilegio de la parte acusada alegar en último término, a fin de que pueda contestar las imputaciones formuladas por las partes acusadoras, y correspondiendo el papel más trascendente, en cuanto parte necesaria, al defensor del acusado y al propio imputado través de la autodefensa, resulta por demás lógico que, de existir parte civil constituida en autos, sea ella la que alegue en el primer turno.
El alegato del abogado del tercero civil está limitado a convenir o negar la obligación indemnizatoria. En este último caso, podrá alegar la inexistencia del daño, la falta de motivos generadores de responsabili​dad solidaria, y todo aquello que convenga a la exoneración del tercero civil. De igual forma presentará sus conclusiones escritas. En tanto que la calidad de parte del tercero civil en el proceso penal se limita a la acción civil, su ámbito de actuación se circunscriba a probar que no existe el vínculo de obligación o que la responsabilidad invocada por las partes acusadoras es de menor gravedad; además, en tanto la respon​sabilidad del tercero civil es subsidiaria, podrá pronunciarse acerca de la solvencia económica del acusado y, en consecuencia, solicitar que se le libere de todo pago.
A.4. La exposición del abogado defensor del acusado
El último alegato técnico corresponde al del defensor del acusado. El defensor tiene amplia libertad para evaluar la prueba actuada, lo que no obsta, al decir de CLARIÁ OLMEDO, a ser claro, concreto y específico en sus conclusiones, tanto con respecto a la cuestión penal como a la civil. Le corresponde: a) analizar los elementos de cargo y de descargo; b) reali​zar la correspondiente apreciación jurídico‑penal de los hechos y del derecho en defensa de los intereses del acusado, tanto desde el punto de vista del juicio de culpabilidad ‑que involucra tanto el análisis de la antijuricidad penal del hecho imputado cuanto de la imputación perso​nal‑, como en su caso, del juicio de determinación de la sanción; y, e) concluir pidiendo la absolución o la disminución de la pena solicitada por el Fiscal, todo lo que se fijará por escrito. La conclusión escrita debe establecer los puntos de hecho sobre los que debe pronunciarse el Tri​bunal y la calificación del delito que reconozca.
Es de recordar que nuestro sistema procesal, a diferencia de otros ordenamientos como el art. 393° del Código Procesal Penal de la Na​ción argentina, no permite a las partes acusadoras replicar y a las partes acusadas duplicar. Sobre el particular, la jurisprudencia ha establecido que "En el juicio oral, producida la defensa del acusado, no proceden las aclaraciones o rectificaciones solicitadas por el Fiscal o la defensa; debiendo votarse las cuestiones de hecho inmediatamente después de terminados los informes"
A.5. La autodefensa:: el derecho de última palabra del acusado
Concluidos los informes orales de las partes acusadoras y de las partes acusadas, el Ley procesal reconoce un derecho o facultad procesal al acusa​do: decir ante el tribunal la última palabra. Como apunta GIMENO SENDRA, tal exposición es una actividad propia de la autodefensa, la cual consiste en la intervención directa y personal del imputado en el proceso, realizando actividades encaminadas a preservar su libertad: impedir la condena u ob​tener la mínima sanción penal posible. Este derecho a la última palabra, que permite al acusado dirigirse directa, personalmente y de viva voz al tribunal, exponiendo lo que crea conveniente a su posición jurídica, ema​na‑como puntualiza IBAÑEZ Y GARCÍA  VELAZCO del deseo de conservar siem​pre un acto de defensa con inmediación absoluta y total por el que el acu​sado tiene la seguridad y garantía de ser oído en cuanto desee, sin más limitaciones que la pertinencia respecto al hecho debatido y, en cuanto a la forma, que en su uso no se ofenda a la moral ni al respeto debido al Tribu​nal o a las personas que hayan intervenido en el proceso. La omisión de este trámite vicia de nulidad el juicio y el fallo.
El art. 301°‑ del Código de 1991 precisa que, en cuanto derecho po​testativo, si el acusado desea ejercer la última palabra, limitará su alega​to a lo que es materia del juicio y se ceñirá al tiempo fijado. Si no se le sujeta a las limitaciones impuestas, absolutamente razonables, se le conmi​nará a que lo haga, y en caso negativo podrá darse por terminada su expo​sición y, en caso grave, disponer se le desaloje de la Sala de Audiencia.
B. La deliberación, y sentencia
Una vez que el acusado haya culminado de hacer uso de la palabra, se inicia el momento foral del debate: la deliberación y expedición de la sentencia. Siguiendo a CLARIÁ OLMEDO, este momento está integrado por dos pasos esenciales: 1. La deliberación y votación de las cuestiones sometidas a decisión como consecuencia del debate; y 2. El pronuncia​miento y documentación de la sentencia. El art. 279°‑ del Código de 1940 estipula que concluido los informes de las partes y la autodefensa, "... se suspenderá la audiencia para votar las cuestiones de hecho y la sentencia. Reabierta la audiencia, que no podrá dejar de serlo en el mismo día, serán leídas la votación de las cuestiones de hecho y la sentencia. La expedición de la sentencia no podrá postergarse por más de 24 horas, bajo pena de nulidad". El ar t. 301°‑ del Código de 1991 elimina las cues​tiones de hecho o veredicto, razonable desde que no existe un sistema de enjuiciamiento por jurados, y permite la suspensión de la audiencia para la expedición de la sentencia hasta por un día hábil, bajo pena de nulidad.
La Corte Suprema, ratificando lo previsto en el art. 279 del Código de 1940, ha señalado que constituye causal de nulidad que para plantear y votar las cuestiones de hecho y dar lectura a la sentencia, no se suspen​da la audiencia por breve término.
B.1
La deliberación.
Este paso tiene dos características fundamentales: 1. Sucede al de​bate inmediatamente, sin solución de continuidad; y, 2. Es absoluta​mente reservado o secreto. Explican SOSA ARDITI y FERNÁNDU que lo primero se fundamenta en el hecho de que el debate ha sido una vi​vencia y por ello es menester que quienes la han percibido resuelvan lo más inmediatamente posible, a fin de evitar que se desdibuje esa percepción; y, lo segundo, en que se busca impedir que argumentacio​nes posteriores de terceros puedan influir de cualquier modo en la resolución, pues los jueces deben resolver teniendo únicamente en cuenta todo lo que acaba de ocurrir en el debate cerrado, y es menes​ter cuidar que ello suceda así. El requisito de continuidad, si es violado, se sanciona con la nulidad del juicio; en cambio, el requisito del secreto, sólo importará la nulidad del juicio si su vulneración es obra de una de las partes.
La deliberación está regulada en los arts. 281 y 282 del Código de 1940. El art. 281 señala, en primer lugar, que el Tribunal debe plantear, discutir y votar las cuestiones de hecho, a cuyo efecto tendrá en conside​ración las conclusiones escritas de las partes. En segundo lugar, votada las cuestiones de hecho, el Tribunal procederá a votar la pena, siempre ‑claro está‑ que la conclusión fuese incriminatoria. El art. 282°‑ prescri​be que para la resolución de las cuestiones de hecho, así como para condenar o absolver, bastará mayoría de votos (dos votos conformes son suficientes). Si la disconformidad fuere de la pena, se procederá a una segunda votación, esta vez sólo de los puntos en que se haya disentido. Si en esa segunda ocasión continúa la disconformidad entre los tres magistrados, se pondrá la pena intermedia. Es de entender que si dos magistrados están conformes con una pena y el otro discrepa de ella, no se seguirá el procedimiento de segunda votación.
Las cuestiones de hecho o veredicto exigen del Tribunal que se con​crete exclusivamente a establecer los puntos probados y no probados objeto del proceso penal, haciéndose total abstracción de consideracio​nes jurídicas y concentrándose en lo fáctico. La Corte Suprema ha esta​blecido lo siguiente, respecto de las cuestiones de hecho: a) que deben responder cada una a una sola circunstancia del hecho subjudice y vo​tarse separadamente de la pena; b) que deben constar en pliego aparte y ser firmadas con indicación de la fecha por todos los miembros del Tribunal y autorizada por el Secretario; e) que deben responder a cada una de las propuestas por las partes; d) que deben comprender todos los temas de relevancia jurídica, es decir, todas las circunstancias que permi​ten formarse juicio sobre la culpabilidad ó inculpabilidad del acusado, así como los elementos calificativos del delito; e) que no sólo deben concretarse a la materia controvertida, sino que además deben ser plan​teadas de modo que puedan ser absueltas afirmativa o negativamente con los monosílabos "sí" o "no".
La Corte Suprema ha señalado que las cuestiones de hecho deben ser planteadas ínterrogativamente, de modo que puedan ser absueltas, cada una, en forma afirmativa o negativa. Asimismo, ha precisado que para formular las cuestiones de hecho debe tener en cuenta las conclusiones escritas del fiscal, de los defensores y de la parte civil. También ha estipulado que es nulo el fallo y el juicio si se votan las cuestiones de hecho sin que el fiscal haya presentado sus conclusiones escritas; y que se declarará la nulidad de lo actuado si las cuestiones de hecho son ambiguas y contradictorias y si alguna de ellas no son tomadas en cuenta en el fallo, si no se precisa la fecha en que se cometieron los hechos materia del juzgamiento, o si no se refieren a todos los delitos y acusados).
Todo lo expuesto, en buena cuenta, se precisó con alguna nitidez en la Circular N°‑ 4, de 1945 del Supremo Tribunal. Dicha Circular dejó sentado: 1. Que las cuestiones de hecho deben referirse a cada uno de los hechos y circunstancias que constituyan el suceso o sucesos investiga​dos (querrá decir ¡juzgados!): antijuricidad penal, importancia de su gravedad, lugar de comisión, calidad y caracteres de la participación delictiva, condiciones personales del agente; 2. Que las cuestiones de hecho deben corresponder cada una a una sola circunstancia, para evi​tar la imprecisión y confusión inevitables cuando en una sola interroga​ción se incluye referencias a tiempo, lugar, modo, etc. y aun al agente y a las atenuantes o agravantes de su responsabilidad.
El Supremo Tribunal ha establecido que debe existir plena cohe​rencia entre las cuestiones de hecho y la sentencia, siendo nulo el fallo y el juicio oral si el contenido absolutorio de las primeras no guardan relación con la sentencia, o son incongruentes con el fallo.
Como quiera que las "cuestiones de hecho" no tienen sentido en tribunales integrados por jueces profesionales, a quienes les correspon​de en la sentencia pronunciarse acerca de la prueba actuada y de todas las cuestiones jurídicas consiguientes, tal como lo exigía originariamen​te el Código de 1940, normas posteriores han venido suprimiendo la necesidad de un veredicto previo a la emisión de la sentencia. El Decre​to Legislativo N°‑ 126 prescribió que la votación de las cuestiones de he​cho es facultativa: a) cuando corresponda imponer una condena condi​cional (por extensión, debe entenderse comprendida en esta norma la reserva de fallo condenatorio, por constituir una alternativa a la pena privativa de libertad de corta duración cuyo fundamento preventivo es​pecial es el mismo que la condena condicional); b) en los supuestos de sentencia absolutoria; y, c) cuando la sentencia fuere emitida por un juez o un Tribunal Unipersonal. En consecuencia, la obligatoriedad de las cuestiones de hecho ha quedado reducida a las sentencias condena​torias a pena efectiva emitidas por Tribunales Colegiados. Esta evolu​ción ha culminado con el Código de 1991, pues no consagra la institu​ción de las "cuestiones de hecho".
El Código de 1991, en cuanto a las reglas para la deliberación, úni​camente sanciona que en las Salas Penales Superiores es suficiente la mayoría de votos para hacer resolución. Por consiguiente, ha de estarse a lo prescrito en la Ley Orgánica del Poder judicial. Así tenemos las siguientes reglas: a) el art. 133°‑ del TUO de la LOPJ afirma el secreto de la deliberación, obligando a todos a la reserva sobre las opiniones verti​das durante el curso de la misma; b) el art. 138°‑ obliga a que la votación de la sentencia deba estar precedida de una ponencia escrita del Vocal Ponente o, en este caso, Director de Debates (la naturaleza oral del debate y el requisito de inmediatez del momento de deliberación, permiten con​cluir que, en todo caso, la ponencia debe ser oral y no escrita); e) el art. 142° señala que los Vocales emiten su voto comenzando por el Ponente o Director de Debates y luego por los demás siguiendo el orden del me​nos al más antiguo; y, d) el art. 149°‑ estatuye que los Vocales están obliga​do a emitir su voto, aun en caso de impedimento, traslado, licencia, vacaciones, cese o promoción.
B.2. EL pronunciamiento y documentación de la sentencia
Una vez que se han votado las cuestionado de hecho y la pena, co​rresponde redactar la sentencia, en cuyo texto se dará cuenta de lo dis​cutido y votado en el momento de deliberación. La sentencia, como se ha precisado, será firmada por los tres miembros del Tribunal, o sólo por el Juez en caso de Tribunal Unipersonal. Si se trata de una sentencia acordada por mayoría, tal situación debe reflejarse en su texto; esto es, si un Vocal discrepa de los fundamentos de la sentencia, debe emitir por escrito y suscribir su voto singular; en cambio, si sólo discrepa de deter​minados fundamentos de la sentencia pero no de su sentido, debe fir​mar dicho fallo y fundamentar por escrito su voto singular, que el Secre​tario certificará (arts. 143°‑ y 146°‑ in fine del TUO de la LOPJ).
Acordada la sentencia se reabrirá la audiencia. Esta reapertura, en el Código de 1940 debe producirse en el mismo día de la suspensión una vez escuchada la autodefensa del acusado, mientras que en el Código de 1991 puede producirse hasta un día hábil después de ocurrida la suspen​sión. El Código de 1940 permite que el mismo día de la suspensión sólo se lean las cuestiones de hecho y que la expedición de la sentencia pueda realizarse hasta 24 horas después de la lectura del veredicto.
Reabierta la audiencia, en primer lugar, se leerán las cuestiones de hecho y, luego, la sentencia. El Código de 1940 exige la presencia de las partes cuando se lean las cuestiones de hecho y la sentencia; sin embar​go, una Ejecutoria suprema precisó que la inconcurrencia del acusado a las audiencias en las que se produjo su defensa y fueron leídas las cues​tiones de hecho y la sentencia, de la que el acusado interpuso recurso de nulidad, no anulan el juicio oral. Las innumerables dificultades que confronta un modelo de lectura del fallo en presencia de los acusados, determinó que el art. 301`del Código de 1991 permita la lectura del fallo no estando presente el acusado, siempre que con anterioridad hu​biera sido expulsado de la Sala de Audiencia por indisciplina manifiesta o cuando por causas no imputables al Juzgador no pueda cumplirse con el oportuno traslado del acusado a la Sala de Audiencia, en cuyo caso debe asistir su Defensor o el nombrado de oficio.
Culminada la lectura de las cuestiones de hecho y de la sentencia, corresponde al Presidente preguntar al acusado y al Fiscal si interponen el correspondiente recurso impugnatorio. En este caso, el acusado, pre​via consulta con su abogado defensor, puede interponer en el acto re​curso impugnatorio, sin necesidad de fundamentarlo; si se está ante un acusado ausente o contumaz debe preguntarse al defensor de oficio, quien representa al acusado, si interpone o no recurso de nulidad. Asimismo, al igual que el Fiscal, puede reservarse, por un día, el dere​cho de impugnar, oportunidad en que sólo podrán hacerlo por escrito (art. 289°‑ del Código de 1940).
El alto Tribunal ha precisado que si no se pregunta a los acusados y al fiscal si interponen recurso de nulidad, tal comisión acarrea la nuli​dad de la sentencia y del juicio. Igualmente tiene declarado que si el acusado se conforma con el fallo en el acto de la audiencia, deviene impro​cedente que, luego, interponga recurso de nulidad por escrito. Llama la atención, sin embargo, que en decisiones posteriores sostenga que impedir que el sentenciado cambie de opinión y, por ende, desestimar su recurso por escrito se opone al derecho de defensa y derecho al recurso previstos en la Constitución y en la Convención Americana de Derechos Humanos, desde que el derecho al recurso se desarrolla en el ámbito legalmente previsto y si una de las partes consistió en el fallo, tal situación determina que éste pase a tener el carácter de cosa juzgada; además, es de tener presente que al sentenciado se le brindó la posibilidad de impugnar en el acto, consentir o reservarse el derecho, de suerte que no es posible estimar que se le restringió el derecho de defensa y el de recurrir, integran​te este último del derecho a la tutela judicial efectiva.
La parte civil y también el tercero civil pueden impugnar por escrito en el plazo de un día luego de leída la sentencia. Es de mencionar que el art. 290°‑ del Código de 1940 únicamente se refiere a la parte civil, sobre la que precisa que sólo puede impugnar el monto de la reparación civil, salvo el caso de sentencia absolutoria. La omisión al tercero civil, sin embargo, no es relevante, desde que constitucionalmente tiene dere​cho impugnatorio; la referencia específica a la impugnación oral sólo se circunscribe a las partes principales y necesarias, sin que por ello pueda a entenderse que, como los Códigos de 1940 y 1991 no hacen referencia expresa al tercero civil, no puede impugnar.
Es de tener presente que la impugnación de la parte civil no alcanza, a la pena en una sentencia condenatoria, puesto que, como señala el Alto Tribunal, su intervención se limita únicamente a reclamar los da​ños y perjuicios causados por el delito. En otra decisión, el Supremo Tribunal precisó que no es posible que la parte civil recurra de la pena impuesta, por cuanto el art. 276°‑ del Código limita su intervención pro​hibiéndole calificar el delito, por lo que si no puede esto último tan apo​co puede recurrir solicitando una pena más grave. Finalmente, la Corte Suprema ha permitido categóricamente a la parte civil a impug​nar la sentencia absolutoria, en tanto que ella afecta su derecho al resar​cimiento del daño sufrido
El Código de 1991 exige la motivación de las impugnaciones (art. 334°‑), la cual sin embargo puede hacerse posteriormente, aunque es indispensable que el impugnante haga una específica mención de los puntos objeto de agrario (art. 322°). El Proyecto de Código de 1995, en su art. 354", introduce la idea de formalización del recurso ratificando de este modo el presupuesto de motivación. El recurso se interpone en el acto de la lectura de la sentencia y se formaliza dentro de tercero día, bajo apercibimiento de tenerlo por no interpuesto si no lo cumple con fundamentarlo.
Conclusiones
El Juicio Oral es la última etapa del nuevo Proceso Penal. Se desarrolla en una o más audiencias continuas y públicas, donde el fiscal formula la acusación, el defensor representa al acusado y se presentan las pruebas a los tres jueces que integran el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal.

Es la segunda etapa del proceso penal, la del juzgamiento. Lo constituyen los debates orales que se llevan a cabo ante el tribunal para concluir con la sentencia que pone fin al proceso. Con ella se cumple la pretensión punitiva de la acción penal. El juzgamiento se realiza en instancia única, pues las actuaciones en el Juzgado de Instrucción tenían como finalidad reunir las pruebas y la Corte Suprema no constituye instancia.

En nuestra legislación se les conoce también como actos preparatorios del juicio oral. Comprende un conjunto de actos procesales que son el puente o nexo entre la primera etapa del proceso (instrucción) y la segunda etapa (juicio oral). En esta fase intermedia se revisa si concurren los presupuestos para el inicio de la etapa de enjuiciamiento y se preparan los instrumentos para el debate. En ella se realizan actos jurisdiccionales y también de los sujetos procesales. Los actos preparatorios se inician con el decreto que dispone se eleve el expediente a la Sala Penal (decepciona y registra en Mesa de Partes) y terminan con el auto de enjuiciamiento que contiene la fecha y hora de inicio del juicio oral.
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